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I N T R o D u e e I o N 

El. trabajo que presento, rel.ativo al tema intitulado 

"DIVERSIDAD DE VIOLACIOHES EN LA DE'rENCION "l l\PREHENSION DEL 

INCULPADO", es con el fin de hacer un análisis a violaciones 

que se cometen en las primeras diligencias y en el procedí -

miento, mismas que van en contra de las garuntias individua­

les y de los derechos humanos del hombre. 

Considero que es tema muy delicado para su cxposi -­

ci.On, pero aprovechando la libre ex:prt;.si6n que c>:i~t<.:.- en M<'.!­

xico y ademS.s corno lo dice De J aucourt, " ... No está prohibi 

do examinax.· las materias m~s delicadas del derecho, u.preve -

charemos este privilegio siguiendo el ejemplo de varios s.:i. -

bias y ciudadanos que en todo mamen to hu.n osudo CX?Oner los 

inconvenientes que creian advertir en la prSctica del inte -

rrogatorio o, por mejor decir, de l.a tortura. La sumisión -

de los súbditos ex.igc que se obedezca a los Magistrados, pe­

ro no que se les crea infalibles y que de dos posibilidades 

no puedan elegir la peor. Por ello está permitido comentar 

con respeto los abusos, a fin de esclarecer el soberano e iE 

clinarl.o mediante su religión y su justicia u reformarlos .•. " 

Es anticonstitucional la aptitud que presentan los -

agentes de la Pol icia Judicial en coordinación con el Agente 

del Ninisterio Público, al no acatar las disposiciones lega-



l.es de los articulas 19 último p:§.rrafo y 22 párrafo primero -

constitucionales en el momento de cumplir con un mandato, or­

denándoles aprehender sin demora alguna al presunto responsn­

ble e inmediatamente ponerlo a disposición del Organo Invcstl 

gador o en su defecto ante el Organo Jurisdiccional. 

La raz6n que me motiva investigar sobre este tcmn, es 

analizar el motivo legal del porqu6 la Policía Judicial gene­

ralmente en las primeras diligencias obligun a declarar al. i_!! 

cul.pado haciéndolo confesar mediante golpe~ y tortur.:J.s usando 

m~todos modernos pero discriminantes que solo ellos conocen,-

aplicándolos en sus interrogatorios, sabedoros de que tales -

actos est:§.n prohibidos por mundato constitucional. 

El objetivo del presente tru.bajo os: Errndicar la 

prActica de ciertas violaciones f1sicas y mora1cs practicadas 

por los clementes policiacos al momento do realizar la detcn­

ciOn o la orden Ge aprchens.i6n del inculp<:!G.o para que el. Org_Q 

no Investigador o en su caso el Jurisdiccional integren ·y 

prueben la figura delictiva, sin ninguna influencia cxt.raña -

al procedimiento. 

Espero que la prcsentu lr.·.1e::;tiSJ2.Ci6n sea. de mera 

atención para los compañeros que como yo, nos iniciamos en el 

conocimiento de las disciplinas juridicas (Derecho Penal) , ya 

que para el conocimiento en general, se requiere perfccciona­

mier,to constante, encontrándose en la práctica profesional. 



CAPITULO PRIMERO 

I. ASPECTOS HISTORICOS 

A) LAS DETENCIONl-'3 EN EL DERECHO PRECORTESIANO. 

Para iniciar el presente estudio, es necesario dcfi -

nir los conceptos generales de los t~rminos aprehensión y de­

tención . 

.r:timolOgicamente la palabra aprehcnsi6n proviene del 

Lat1n PRBHt:NSIA, que es la acción que consiste en coger, 

aprender o asegurar. 

Gonz§.lez Bustamante, define la aprchensi6n como "El -

acto material que ejecuta la Palic1a Judicial encargada de 

cumplir los mandamientos judiciales y que consiste en asegu -

rar o aprehender a una persono, poni6ndo1-a bajo su custodia -

con fines preventivos, conforme lo amerite la naturaleza del 

procedimiento; es decir que la ~prchensión consiste en la ac­

ci6n de apoderarse de una persona de asegurarla para prevenir 

su fuga". 

La detcnci6n, la define como "El estado de privación 

de la 1ibertad que sufre una persona por virtud de un manda -

to judicial; o bien es el. estado de privaci6n de libertad que 
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padece una persona" (1). 

Las diferencias que existen entre los conceptos an --

tes mencionados, Pl!rez Palma nos dice al respecto que: "Los -

tC!rminos detención y aprehensión, no son sinónimos ni cquivu-

lentes, aprehensiones son lar,,; que ejecutan mediante orden de 

autoridad judicial; detenciones, son las privaciones de libe~ 

tad ejecutadas por la palie.fa judicial, el Ministerio Peiblico, 

las autoridades administrativas y aún por los particulares, -

sin que medie orden de autoridad judicial" (2) . 

Acero, Julio dice que aprehensi6n y detención suelen 

usarse como sin6nimo sin que en la prtictica tenga gran tras -

cendencia la confusión; para distinguirlos propiamente hay 

que considerar como aprehensión el acto mismo de la captura -

del reo, el hecho material del apoderamiento de su persona~ 

La detención en cambio es un estado: El estado de privación 

de la libertad que sigue iruncdiatamcnte a su aseguramiento y 

termina con la formal prisión o la libertad por falta de mér~ 

tos a las setenta y dos horas siguientes" ( 3} • 

(1) Gonz~lez Bustamantc, Juan Jos~, "Principios de Derecho -
Procesal Penal Mexicano11

1 Editorial Poi:rúa, S.A. Quinta 
Edición, México, año 1959, p§.gs. 113 y 114. 

(2) Pérez Palma, Rafael, "Guia de Derecho Procesal Penal", -
Editorial. Cúrdenas, Zditor y Distribuidor, Primera Edi -
ci6n, M€xico, D.F., afio 1975, p~g. 143. 

(3) Acero, Julio, "Procedimiento Penal. 11
, Editorial Cajica, -

S.A. Séptima l::dici6n, Puebla, Pue., Ht!xico, aiio 1979. 
Pág. 127. 



Deducimos que aprehensi6n y detenci6n no son sin6ni -

mos ya que la primeril es el acto material del apodermniento -

de la persona hecho por la Polic!a Judicial cumpliendo un maE 

dato y el segundo, es el estado de privación de la libertad -

de la persona como consecuencia de un mandato judicial funda-

do y motivado e incluso puede ser por un particular. 

Estudiando el tema, me inicio por el aspecto hist6ri-

ca rcrnont:3.ndomc al derecho Canónico, que tuvo su origen en E~ 

paña por los Visigodos (Código de Euricoj, haciéndose común -

durante la Revolución Francesa estableci6ndose los COMISARIOS 

quienes practicaban PESQUISl\S para hacer saber al Tribunal -

del Santo Oficio la ccnducta de los particulares. Al regla -

mentarse el funcionamiento de la Inquisición de la Episcopal 

se encomendó u DOS PERSONAS LAICAS Ll\ PESQUISA y la DENUNCIA 

de los herejes. 

"Los inquisidores rocib1-an denuncias, practicaban pe.:! 

quisas, realizaban aprehensiones. La Confesión fue prueba 

por excelencia y para obtenerla empleaban LA TORTURA; no era 

adrni tida .la <lef~n:;;¿¡_, hac:í..:i.n cr:irriporec0r toda clase de testigos¡ 

los ju~cios eran secretos, He utilizaba la escritura y el 

juez gozaba de poderes arnpl:í.simos para. formar su conv icci6n" 

(4). 

(4) Col1n SS.nchez, Guillermo, "Derecho Ncxicilno cic Frocedi -
mientas Penules", Lditorial PorrGa, S. A. Cuarta Edici6n 
M6:xico, año 1935, págs. 19 y 20. 



En las leyes de los B~rbaros aparece la tortura como 

medio empleado contra el esclavo, el colono o los extranjeros, 

y aún, en contra de los hombres libres según la ley de los Vl 
si godos, con el fin de obtener aqu~lla confesión en materia -

capital .. 

Las detenciones y aprehensiones en el derecho prccor-

tcsiano cabe decirse que en el derecho .:iztccu hacen alusión a 

este estudio al decir Acero Julio que, ''Las infrnccioncs gra-

ves se encomendaban a un Tribunal Colcg ia<lo Integrado por 

tres o cuatro jueces ... Los Jueces Menores inic.iaban las ac -

tuaciones procedentes, efectuaban las a.prehcnsiones de los el~ 

lincucntcs, instru!-an 01 proceso en forma sur.1ari.:1 y el mt1.gis-

trado supremo eran quien dccid1a en definitiva ... Sólo en-

de adulterio o cuando cxistfan vehementes sosp~cl1as de que 

se habi.:i. cometido algún otro dclit:..o se pcrmi tÍil lu aplicación 

del TORMLI'-l'TO para obtener LA CONFESION" (5) . 

El Doctor Mcndieta y Núñcz, Lucio dice que en el. der.!:: 

cho azteca, ''Cierto número de POLICIA.S se encargaban de cmpl~ 

zar a las partes y a los testigos en asuntos civiles y PENA -

(5) Acero, Julio, "Nuestro Procediuiento Penal", Editorial 
casa Editorial de Fortino Jaime, Segunda Edici6n, Gua<la 
lüjura, Jal., llG:.;ico, .:ií'io 1935, j;.15.gs. 23, 211, 47 y 48.-



LES, DE 1\PRI:Hl..:tmBR Al .. Dl:LIHCUENTB... Se podía forzar la con­

fesi6n poi.· medio de la ?ORTUHJ\" (6). 

Sandoval Francisco, de JcsG.s en 1a Revista Mexicc;ina -

de Just.icia, nos dice que en el. derecho azteca "El Tr::UTI_,I / 

era quien investigaba l.os hechos de mayor importancia y el 

TOPILLI, ALGUACIL MENOR, se encargaba de las aprehensiones" 

(7). 

De lo transcrito anteriormente, resulta que en el de-

rccho prccortcsiano los que practicaban las pesquisas eran 

los COMISARIOS y en la Inquisici6n Episcopal, se lu \.!ncomcndE: 

ban u personus LAICAS para recibir DENUNCIAS y pructica.r las 

P~SOUISAS; los 1nqtusidorcto> recibían las denuncias, prnctica-

ban pesquisus. La confesión se tenia como prueba por <:!:-:ce -

lencia, para ~u obtención se crnplcabu la 'l'OH'l'URi\. Cn el de -

rccho azteca se usú e1. término POLICil'I., quier.es realizaban --

los emplazamientos. EL TOP::LLLI, ALGUACIL MENOR, se encargabtJ. 

de realizar las aprehensiones. 

(6) 

(7) 

Hendieta y Núúez, Lucio, "J:;l. Durccho :Precolonial", Edito 
rial Porrúa, S.A. Quinta Edición, México, año 1985, págS. 
46 y 142. 

Sandoval Francisco, d~ Jesús, "Revista li.cxicann ele Justi 
cía", Núm. 8, Volumen II, septiembre-octubre de 1980, -
pfigs. 113 y 114. 



Conclu:!mos que, en la época precortesiana, el derecho 

penal carec1a de formas m~s prudentes para la efectividad de 

la impartici6n de justicia y, se desconoc1.an otros medios adE_ 

cuodos para obtener la verdad de los hechos; considcrá.nrlosc -

raz6n suficiente para que los Jueces de primera instancia de 

dicha época tomaran el camino más fácil par¿:i impartir justi -

cia, tcni~ndose como base la confcsi6n por TOR'l'URA, crcyóndo­

se que con ella ~e sab1.a quien era el verdadero culpable y 

por l.o tanto la verdad de los hechos. 



B) LAS DETENCIONES Et< LA EPOCA COI,ONIAL. 

En la época colonial, la administración de justicia -

se encontraba en poder del Rey, los Got:crnadores, los Capita -

ncs Generales, los Corregidores y otras autoridades, que en -

orden jer~rquico ejercían sus funciones, por lo que "Los Al -

caldes Mayores cst.:ib~n subordinados a los Corregidores, ejer­

c~an funciones administrativas o judiciales en los lugares de 

adscripci6n; hasta el 9 de octubre de 1549 una Cédula Real or 

den6 se hiciera una selecci6n entre los indios para que dese~ 

peñaran los ca.r9os de Alcaldes, Jueces, Regidores, Alguaciles, 

Escribanos quienes impart!:an justicia de acuerdo con los usos 

y costumLr~s que hab!an gobernado su vida. 

Los alcaldes Indios ~uxiliados por Alguaciles aprehe~ 

d!an a los delincuentes indios y 1os llevaban a las c~rceles 

de los españoles del Distrito correspondiente. 

Los caciques ejecutaban las aprehensiones y ejercfan 

jurisdicción en sus pueblos, salvo en aquellas causas rescrv~ 

das para su reosluci6n a las audiencias o a los gobernadores. 

Los Alguaciles ejecutab.::i.n las APREHENSIONES y los Alcaldes t~ 

n1an bajo su responsabilidad el cuidado de las cárcel eR J." por 

consiguiente de los reos; los Oidores eran quienes firmaban 

las órdenes de aprehensión, las cuales para tomarse como vc'.'ill:_ 

das necesitaban por lo menos ostentar dos firmas de dichos -­

funcionarios; los Alcaldes del Crimen, conocían de las causas 

9 



criminales en primera instancia ..• intervenían directamente -

en las investigaciones de un hecho en lugares en donde no ha-

b!a Oidores actuaban como Tribunal Unitario para causas le -

ves; cuando se trutaba de sentencias de muerte, mutilación de 

miembros o pena corporal, se constituían en cuerpo colegiado, 

siendo necesario tres votos favorables o de acuerdo p.::ira que 

una sentencia fuera aprobada y aunque era facultad de la au -

diencia sentcnci~r las apelaciones interpuestas en contra de 

las resoluciones de los Alcaldes del Crimen, estos rcsolv!aJl 

el recurso; en consecuencia, se desvirtuaba la naturaleza del 

mismo porque todas las funciones se encontraban en una sola -

persona. 

De hecho la investigaci~n y castigo de los delitos r~ 

dicaba en estos funcionarios, quienes no respetaban las atri-

buciones de los dem~s integrantes de la audiencia, realizaban 

todas las clases de atenciones, excepto si se trataba del Co-

rregidor de la ciudad, al menos que lo autorizara el Virrey -

de la Nueva España, el Alguacil Mayor, en colaboraci6n con a!. 

gunos otros funcionarios ten1an bajo su responsabilidad la 

función policiaca" (8) . 

(8) Col!n S§.nchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedi -
mientas Penales, Editorial PorrUa, S.A. Cuarta Edición, 
Me~ico, afio 1984, p~gs. 27-35. 

10 



Gonz§.lez Bustamante, nos dice que "Antes de consumar-

se la independencia de MGxico, el proceso penal se encontraba 

regido por el sistema de enjuiciamienLo inquisitorio. La ley 

invest~a al juez de un poUer omn1modo que a6n no qucri6ndo1o, 

no pod1a eludir y e1 proccUi1.ücnt.o pcnul se caracterizabw. por 

una ubsoluta falta de garantías paru el ncusado; las prisio -

nes indefinidas, lus incomunicaciones rigurosas que prolonga-

ban para arrancar l.<:t confúsiGn del acusado, las marcas, los. -

azotes, el tormento y cuanto medio es J...ma9inablc para degrn -

dar la condición humana del penado; los interrogatorios c.:i.p--

ciosos y p~rfl.dos y los medios de coerción más abominabl.cs 

unidos a l.a confesión con cargos, eran de uso frecuente en e~ 

ta 6poca en que se juzgaba el delito en abstracto y se hac~an 

caso omiso del conocimiento de l.a personalidad del cJelincucn-

te. En los Tribunales inquisitoriales, el medio cl5sico de -

convicci6n lo era el 70IlMENTO; al inculpaclo se le sentenciaba 

en secreto sin oirlo en defensa y sin que se supiese el nom -

bre de su acusador o conociese a las personas que declaraban 

en su contra; imperaba la conf iscaci6n de bienes y el procedl 

miento de la pesquisa'' {9) • 

X::ste autor nos di ce en su obra "Apuntes del Derecho -

{ 9) Gonzá lez Bustamante, Juan Jasó, 11 Principios de Derecho 
procesal. Penal Hcxicano", Editorial Porrúa, S.A. Terce­
ra Edición, ltéx.ico, año 1959, págs. 17 y lB. 

11 



Procesal Penal", que "Durante el rO:gimen colonial y como con-

secuencia de la aplicación de las leyes españolas se si9ui6 -

empleando en nuestro Pa1s el tormento como medio de obtener -

la confesión del inculpado; y por desgracia en la actualidad 

esa coacci6n inhumana y absurda se sigue empleando en la in -

vestigaci6n extrajudicial, no obstante que la Constituci6n 

prohibe todo proccd imicnto que tiende a coartar l.:i. libre de -

terminación y qu~ la Jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia le niega toda validez a la confesión que se obtiene 

de ese modo" (10). 

En la Gpoca colonial exist1a la persecución de dclin-

cuentes y que los que se encargaban de esta función eran los 

Alcaldes Mayores, Los Alcaldes ~ndios, los Alguaciles, los 

Oidores y los Alcaldes del Crimen. 

En la época colonial la confesión por tortura, las 

marcas, las mutilaciones, los azotes y el tormento recaían so 

bre el acusado, considerándose elementos de convicci6n para -

el juzgador de esa época condenando al culpable, juzg5ndose -

el delito en abstracto, haciendo caso omiso a la personalidad 

del delin'cuente; concluyéndose que tanto los auxiliares de la 

(10) Gonz~lcz Bustamante, Alberto, "Apuntes de Derecho Pro -
cesal Penalu, Editorial Porrúa, S.A. Primera Edición, -
Móxiqo, D.F., afio 1975, p~gs. 157 y 158. 

12 



im~artici6n de justicia como los jueces mismos, carccian en -

su mayoria de conocimientos juridicos para aplicarlos al caso 

concreto que les ocupaba, incapaces de enjuiciar al presunto 

responsable sin torturar al momento de interrogarlo¡ resulta~ 

do una ineficaz impartición de justicia y como consecuencia -

de ello una mayor injusticia e inseguridad social en el Pa~s. 

13 



C) LA CONS'rITUCION POLITICA DE 1857 EN RELACIOll A 
ESTE ESTUDIO. 

Al principio de la vida independiente en nuestro Pa!s 

se siguieron aplicando las leyes Españolas con un sentido más 

humanitario y democrático y as!., haciendo alusión a la Constl:_ 

tuciOn Española de 1812, aparece el principio de "No se usar§. 

nunca d~ l tormento ni de los apremios" .•. 

Las siete leyes constitucionales de 1836, indican que 

"Jamás podrá usarse del tormento para la averiguación de nin-

gGn g~nero de delito''. Las bases org~nicas de la República -

l•lexicana del 12 de junio de 1843, dicen que "Para la aprehcn-

si6n se exige mandato judicial, salvo el caso del flagrante -

delito, pero poniendo de inmediato al sujeto a disposici6n del 

Organo Jurisdiccional" (11). 

La Constitución Pol.1 ti ca de los Estados Unidos Ncxic~ 

nos de 5 de febrerc de 1857, no se ocupó en su articulado de 

señalar los requisitos para dictar un mandamiento de dcten --

ción. Lo estimó de orden secundario y lo abandon6 a las le -

yes procesales. Durante la vigencia de esta Constitución, se 

hace mención del Código de Procedimiencos Penales del 15 de -

(11) Co11n S:lnchez, Guill.ermo, "Derecho tlexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A. Octava Edici6:r. 
México, D.F., año 1984, págs. 42, 45 y 46. 

14 



septiembre de 1880, en el que se disponia que: Nadie puede -

ser aprehendido sino por autoridad competente y en virtud de 

orden escrita que ella dictare, enumerando en el art1culo 246, 

qué autoridades son competentes para aprehender y librar 6rd~ 

nes de detención. 

De acuerdo al precepto legal citado, podían hacerlo -

las autoridades administrativas, cuando se trata de imponer -

arrestos correctivos, de conformidad con el art1cu1o 21 de la 

carta fundamental; cuando descubriese al inculpado infraganti 

delito o se tratara de un reo prófugo o cuando fuesen requcr! 

dos por los agentes de la policía juc1icinl. Se consideraban 

como autoridades competentes a los jueces del ramo civil, y -

en la imposición de las medidas de aprem.io en los incidentes 

criminales surgidos de un juicio civil en que estaban autori­

zados para practicar las diligencias más urgentes en la ave -

riguaci6n del delito, en caso de que estimasen que podr1a pcE 

turbarse la administración de justicia por el retardo de la -

pr~ctica de las diligencias, debiendo proceder a la detención 

del inculpado. En último extremo, el Tribunal Superior de 

Justicia, los Jueces Correccionales, los Jueces de lo Crimi -

nal, los Menores y los Jueces de Paz, cstüban facultados para 

ordenar la detención de una persona y el r-:ini~tcrio P(1bl ice, 

en los casos de notoria urgenc.ia, cuando hubiese peligro de -

que mientras presentara el juez, el inculpado se fugase o 

desapareciesen o alterasen los vestigios del delito y de sus 
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circunstancias, con la obligaci6n de comunicar inmediatamente 

al juez del ramo penal, los datos que hubiese recogido" (12). 

Carrillo Prieto, Ignacio, en su obra "Apuntes Sobre -

la 'i'ortur<J. 11
, nos indica que la Constitución Política de la RE: 

pGbJ.ica de 5 de febrero de 1857, que "Bl constituyente liberal 

advirtió, en el art1culo 19 y a propósito de J.a detención, que 

todo mal tratar;üento en la aprehensi6n o en las prisiones, toda 

molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contri; 

buci6n en las c&rceles, es un abuso que deben corregir las le~· 

yes y castigar severamente las autoridades" (13}. 

A pesar de que la Constituci6n Política de 5 de febre-

ro de 1857 1 fundamenta que deben castigarse y corregirse todo 

maltratamiento en el acto de la aprehensión del inculpado, no 

se resuelve el problema de fondo; porque no se señal6 rcquisi-

to legal para proceder a la detención, delegando funciones 

la ley secundaria (Código de Procedimientos Penales del 15 de 

septiembre de 1880). En este precepto legol, se facultaban a 

distintas autoridades para realizar la detcnci6n del presunto 

responsable y, sólo en casos urgentes se facultaba al Agente -

del Ministerio Público para proceder de inmediato a la deten -

ci6n. 

(12) Gonztilcz Bust.:un.:.i.nte, Juan José, "Principios ele Derecho 
Procesal Penal", l::ditorial Porrúa, S.A. Tercera Edición 
México, D.F., afio 1959, p~g. 114. 

(13) Carrillo Prieto, Ignacio, "Apuntes Sobre la Tortura", 
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Imperii 
Mfixico, D.F., año 1987. p&g. 106. 



D) LA POS~URA DE LA CONS~ITUCION POLITICA DE 1917 
EN RELACION A ESTE ESTUDIO. 

La Constitución Politica de los Estados Unidos Mexic_e 

nos de 5 de febrero de 1917, reprodujo su articulo 19 la -

preocupación de los liberales de 1857, al decir que "Todo rna..! 

tratamiento en la aprchcnsi6n o en las prisiones, toda moles-

tia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contribu -

ci6n en las c::ircelcs, son abusos que scr5.n corrct;idos por las 

leyes y reprimidos por las autoridades. Además, ln fr.ncci6n 

II del art:1culo 20 prohibe que alguien pueda ser cor.i.pelido u 

declarar en su contra, por lo cual queda twnbi~n prohibido a 

rigurosrunente toda incomunicación o cualquier otro medio que 

tienda a aquél objeto. En el art~culo 22 quedaron prohibidas 

las penas de mutilación y de infamia, la marca, los azotes, -

los palos, el tormento de cualquier especie" (14). 

La Constituci6n Pol1tica de 1917 en sus reformas eli_-

minó preceptos legales que se consideraban de carácter secun-

dario y que no fijaban requisitos para proceder a una orden -

de captura substituyendo a autoridades políticas y administr~ 

tivas por autoridades exclusivamente judiciales para aprehcn-

der y librar orden de detención, con el fin de evitar abusos 

(14} Carrillo Prieto, Ignacio, "Apuntes Sobre la Tortura", 
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Imperii 
México, D. F., año 1987, p~g. 106. 

17 



en l.as detenciones que se hacfan en forma. arbitr<iria. 

Los constituyentes de Quer6taro de 1917, buscaron foE 

mas más efectivas para combatir violaciones en las detencio -

nes y aprehensiones, siendo esta liberal y ma~ exacta, esta -

blecicndo que: "'roda orden de detención, debe ser escrita y -

fundada expresándose el motiva del porquó se hu dictildO, con 

el. fin de que el detenido pueda Uarsc cucnt.a desde el primer 

momento de la acusación que Sü le hace; que no debe decretar­

se la detenci6n de una persona, cuando el hecho .ünput3do tie­

ne señalada pena .ulternntiva que jamris debe estar autorizada 

la autoridad administrativa para ordenar que se <l0tcn~n una -

persona ni aún en casos urgentes porque, como ya se dijo, que 

siendo tan numerosas las autoridades adrninistr.:itivas habria -

que determinar a cunles de ellas se c011.ceden esas fu cu l. tadcs, 

y además la necesidad de dejar la calificaci6n de la urgencia 

del caso a la misma autoridad ejecutora, trnc como consecuen­

cia abusos frecuentes en que se es muy fácil eludir la rcspo~ 

sabilidad que le resulte la necesidad del aseguramiento del -

presunto responsable. 

Se marca claramente, que era necesario quitarle. a la 

autoridad administrativa, la facultad de proceder a 1~ deten­

ción de las personas sín mandamiento judicial, raz6n por la -

que vieron la URGBNTB necesidad ele los constituyentes de 1917 

comisionados para reformar la Constitución Po1~tica actual, -

y en re1aci0n a este estudio queda de Ja siguiünte manera~ 
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Artículo 16, " •.. No podrá librarse ni.nguna orden de aprehen­

sión o detención, a no ser por la autoridad judicial, sin que 

proceda DENUNCIA, ACUSACIOU O QUERELLA de un hecho determina­

do que la ley castigue con pena corporal, y sin quo estén ap~ 

yadas aqut!llas por declaración bajo protesta, de persona dig­

na de fé o por otros datos que hagan probublc la rcsponsabili:. 

dad del inculpado, hecha excepción de los casos de flagrante 

delito, en que cualquier persona puede aprehender al dclin- -

cuente y a sus CÓ!';'lplices, ponióndolos, sin demora, n 1.a disp~ 

sici6n de la autoridad irunediata. So).runente en casos urgentes 

cuando no hay en el lugar ninguna autorido.d judicial y trat'á_!! 

dose de del.itas que se persiguen de oficio, poUr~ lu. autori -

dad administrativa, bajo su más estrecha responsabilidad de -

cretar la detención de un acusado, poniGndolo inmediatamente 

a disposición de la autoridad judicial". 

Concluyéndose. de l.a transcripción anterior, que para 

procP-der a la detención de una persona, se requiere manda 

miento judicial fundado, motivado y por escrito. Que los rQ­

quisitos que el juez debe tener en cuenta para acordar de coE 

formidad la petición de captura que haga el Ministerio Píibli-

co, son: 

a) Que exista la donuncia o la querella; 

b) De un hecho determinado en la ley como delito; 

e) Que este hecho esté castigado con pena corporal 

conforme a la ley; y 
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D} Que 1.a querella o la denuncia, estén apoyadas 

por declaración bajo protesta de persona digna 

de fe o en su defecto, que existan otros datos 

que hagan presumir ~acionalmcnte, 1a responsabili 

dad del inculpado" (15}. 

El art~culo 102 Constitucional, reforza lo antes di--

cho al decir qu~: "Incumbe al Ministerio Público de la Feder~ 

ción, la pcrsecuci6n, ante los tribunales, de todos los dcli-

tos del orden federal y, por lo mismo a él lo corresponderá 

solicitar las 6rdenes de aprehensión contr.o Jcs inculpados; -

buscar y prcsenttlr las pruebas que acrediten la responsabili-

dad de estos; hacer que los juicios se sigan con toda regula-

ridad y expedita; pedír la aplicación de las penas e intervc-

nir en todos los negocias que la ley determLne.~. El Procura-

dor General de la República ser~ el consejero Jur!dico aei G3 

bierno. Tanto él como sus agentes scr~n responsables de toda 

fa1ta, omisión o violación a la ley, en que incurran con moti 

vo de sus funciones" (16). 

La Constituci6n Polftica vigente de 1917, por conduc-

(15) Gonztilez Bustamante, Juan Jos~, "Principios de Derecho 
Procesal Penal Mexicano", .Editorial Porraa, S.A. Quinta 
Bdici6n, México, año 1917, págs. 115 y 116. 

(16) Constitucil5n Política de l.os Estados Unidos uexicanos, 
de 5 de febrero de 1917, Editorial Trillas, Sext~ Edí -
ción, México, año 1988, págs. 100. 
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to de la Comisi6n Redactora reformó algunos preceptos legales 

referente a este estudio, precisando que únicamente puede gi­

rar orden de aprehensión la autoridad judicial, y tod¡i 

aprehensi6n debe fundarse y motivarse y ndcm5.s, debe ser por 

escrita; para dar por terminado con los atropellos constitu -

cionales y derechos humanos, deteniendo al ryobcrnado arbitra­

riamente, haciéndolo confesar contra su voluntad, dccla.rS.ndo­

se culpable. 

Con la legislación actual, se trata. de proteger la i_!! 

tegridad corporal y la violencia f1sica y moral de las perso­

nas sometidas a un procedimiento penal. 
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E) COMEN'rARIOS PERSONALES 

De la presente investigación se tienen como antecede~ 

tes hist6ricos que, las detenciones y aprehensiones se reali­

zaron desde que se inicia el proceso penal, para juzgar al 

hombre delincuente o declararlo inocente según el caso; sien­

do esta funciOn primordial del Estado, quien tiene como fin -

guardar el orden público y respetar los derechos del goberna­

do. 

Bn la época prccortcsiana, se pcrmitf.an las torturas, 

para conocer la.. verdad de los hechos cometidos por el presun­

to responsable; esto fue, porque se cref.a que: la confesión 

era prueba por excelencia, enjuiciándolo y declarándolo culp~ 

ble. 

En la ~poca colonial, continuaron las violaciones PºE 

que los naturales eran gobernados por los españoles, quienes 

ten~an el poder político, por lo que en materia criminal los 

ind!.genas eran victimas de severas torturas, arrancándoles la 

confesión. 

La Constituci6n Polf.tica de los Estados Unidos Mexic~ 

nos, ha p.1:oh.i.Lido t~rr11inanL~rnenti:.o Lal.:;~ violac:..i.unl..!ti i;i l.O!::i de­

rechos humanos, lcgisl~ndosc en lo particular los art1culos -

16, 19, 22, 102, en concordancia con los artf.culos 134 y 197 

del Código de Procedimientos Penales, para el Distrito Fedc -

ral y Territorios Federales, al reglamentar que; "Siempre que 
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se lleve a cabo una aprehensión en virtud de orden judicial -

quien la hubiere ejecutado deberá poner al. aprehendido, sin -

demora alguna, a d.ispo$ici6n del tribunal respectivo, infor.-­

ma.ndo a éste acerca de la fecha, hora y lugar en que se e:fec­

tu6 y dando ll conoct:!r al api:eh~nc.lido el derecho que tiene pa-

ra designar defensor'' (17}. 

en la lcqislaci6n actual, en materia crim~nal la com-

probaci6n de la figura delictiv~ la prueba confesionai, no es 

considerada como reina de las pruebaq, como la consideraban -

en épocas pasadas, esta 9üsa a segundo tGrmino. 

(17) C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral y Territorios Federales, Editorial Porrúa, S.A. Tri 
g6sima Novena Edici6n, H~xico, año 1968, p~gs. 36 y -
206. 
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CAPITULO SEGUNDO 

II. DE LAS DILIGENCIAS DE LA POLICIA JUDICIAL. 

A) DE LA DENUNCIA Y DE LA QUERELLA 

En el procedimiento penal mexicano, las diligencias -

de la policía judicial es considerada corno 1a primera ctupa -

de la averiguaci6n previa, llamada tambi6n de la preparación 

de la acci6n penal. Es una instrucción policiaca a trav~s de 

la cual los órganos de acusaci6n deben reunir los elementos -

de convicci6n con los que den base o fundamento al ulterior -

ejercicio de la acción penal ante un juez o ante un órgano j~ 

dicial pero, no es, sino hasta que ya se ha ejercido 1n ac 

ci6n por ese 6rgano de acusaci6n al abrirse el período instr'!:: 

torio; comprende desde la denuncia o quer~lla hasta la con 

sígnaci6n de las diligencias de la Averiguación Previa. 

El fin que se persigue en las primeras diligencias de 

la polic~a judicial es que, so recaben pruebas necesarias pa­

ra impulsar nl Organa Jurisdiccional o sea, integrar los ele­

mentos señalados en el art1culo 16 con:::t:i tucional para que 

éste pueda proceder. 

La averiguaci6n previa se interpreta como: "La etapa 

procedimental en la que el Ministerio Público, en ejercicio -

de la facultad de la polic~a judicial practica toda~ las dill 
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gencias necesarias que le permiten estar en aptitud de ejercl:_ 

tar la acci6n penal, debiendo integrar para esos fines el 

cuerpo del delito y la presunta responsabilidad" (18). 

Coincido con estil definici6n, para la generalidad de 

los casos, si bien es cierto que, trat~ndosc de órdenes de --

aprehensi6n nuestro m~x.imo tribunal ha sostenido jurisprudcn-

cia en el sentido de que: "Para dictarla, no es preciso que -

est~ comprobado el cuerpo del delito, sino sólo que llene los 

requisitos previstos por el art1culo 16 constitucional" (19). 

La denuncia y la querella son elementos que dan ori -

gen a las primeras diligencias de la policfa judicial; por tal 

motivo considero necesario dar sus definiciones. 

Osorio y Nieto, Cesar Augusto, define la denuncia co-

mo "La comunicación que hace cualquier persona al Ministerio 

Público o a la Polic1a Judicial de la posible comisión de un 

delito; procede la denuncia cuando se trata de delitos que -

(18) 

(19) 

Colín S:§.nchez, Guillermo, ºDerecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A. Octava Edición 
M~x!co, D.F., afio 1984, p&g. 233. 

Tesis Jurisprudcncial no.mero 205, del ApGndice del Serna 
nario Judicial de la Federación, 1917-1975, Sexta Epoca 
Segunda Parte, Primera Sala, pag. 430. 
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se persiguen por oficio" (20). 

Rivera Sil.va, Manuel, dice que 1.a denuncia "Es la re-

laci6n de actos que se suponen delictivos hecha ante la auto-

ridad investigadora con el fin de que esta tenga conocimiento 

de ella." La denuncia definida en 1a form.::t en que antecede, -

entrega los siguientes elementos: 

a} nelaci6n de actos que se estiman del.ictivos; 

b) Hecha ante e:l órgano investigador; 

e) Hecha por cualquier persona" (21}. 

Col.l:n Sánchez, dice que 1.a denuncia, "No es de ningu-

na manera, requisi"to de procedibilidad para que el Ministerio 

P6blico se avoque a la investigaci6n del delito 1 bastar!a que 

dicho funcionamiento est~ informado, por cualquier medio para 

que de inmediato esté obligado a practicar las investigacio 

nes necesarias para concluir, en su oportunidad, si aquéllo 

de 1o que tiene conocimiento constituye una infracci6n pena1 

y, siendo esto as1, quien es el probable autor, •.. Algunos in 

consideran como condicí6n para que el Ministerio Público se -

(2.0) Osorio y Nieto, C~sar Augusto,. "La Averiguación l?revi.a 11 

Edit. Porr'\J.a, S.A. Tercera Edici6n, México, año 1985, 
pf<g. 7. 

(21) Rivera Silva, Manuel, .. El. Procedimiento Penal'', EiliLo -
rial J?orrtia, S.A. D6cima Quinta E:dici6n, :t-'!.dxico, año --
1985, p&g. 98. 
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avoque a su función característica, durante la averiguaci6n -

previa. La denuncia como doctrina del crimen, en general pu~ 

de ser presentada por cualquier personu, sin importar que la 

misma provenga de un procesado, de un sentenciado, de un na -

cional o un extranjero, ni el sexo ni la edad, ser5n obstácu-

lo, salvo las excepciones previstas por la ley. La denuncia 

se hará verbalmente o por escrito al Ministerio Público o a -

cualquier funcionario o ágcnte de la Policfa Judicial, situa-

ci6n que obliga a proceder de oficio a la investigación de 

los delitos siempre y cuando no se trate de infracciones que 

requieran para su persccuci6n o cumplimiento de algfrn requis~ 

to de procedibilidad o que se venza un obstáculo procesal que 

impida iniciar el procedimiento o la persecuci6n del mismo" 

(22). 

Garc!a Ramírez y Victoria Adato de Ibarra, indican --

que la "denuncia es la cornO.n interpretaci6n de los mandatos -

constitucionales en materia procesal penal, y sostienen que -

que proscrita terminantemente la pesquisa, el procedimiento -

penal sólo se inicia mediante la denuncia o querella, entcndl 

das corno requisitos de procedibilidad, supuestos a los que 

algfrn autor agrega la flagrancia. A su vez, la denuncia es -

(22) Col1n S§.nchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrüa, S.A. Octava Edición 
M~xico, D.F. año 1984, p~gs. 238-240. 
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la transmisi6n de un conocimiento sobre determinado-hecho 

con apariencia delictuosa que cualquier persona hace (o debe 

hacer) a la autoridad competente. La denuncia es la exposi -

ciOn de la noticia de la comisión dol delito hecha por el le-

sionado o por un tercero a los 6rganos competentes,' (23) . 

Considero que efectivamente la denuncia, es la comuni 

caci6n, la rclacf6n y la común interpretación de los mandatos 

constitucionales en materia procesal penal, de actos delicti-

vos hechos ante el órgano investigador por cualquier persona, 

para que este a su vez, se avoque a las investigaciones inte-

granda la avcriguaci6n prcviu, teriicnUo gran importancia la -

denuncia, porque con ella el Ministerio Público puede actuar 

de acuerdo a sus funciones encomendadas, con 1a que no le es 

posible mostrar apatfa al desempeño de sus funciones, ni mu -

cho menos omitir los hechos que le competen y requieren de su 

intervenciOn, poniendo en conocimiento al órgano jurisdiccio-

nal y as! el responsable de tales hechos sea juzgado conforme 

a derecho. 

En conclusi6n, la denuncia es requisito de procedibi-

lidad, porque adem~s de ser elemento necesario para iniciar -

averiguación previa, la exige el i1:rt:ículo 16 con.:;tituc.i.onal -

(23} García Ram:irez, Sergio, "Prontuario del Procedimiento 
Penal Mexicano ''Bditorial PorrO:a, S.A. Segunda Edici6n, 
México, año 1982, p~g. 23 (Flori&n, Elementos, pSg. 235. 
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al decir que: "No podrá librarse ninguna orden de ap1~ehen - -

siOn o detención, a.1 no ser por la autoridad judicial, sin 

que proceda denuncia acusaci6n o querella" ..• Deduciéndose, -

que para iniciar diligencias debe integrarse averiguación pr~ 

via y, cstil a su vez se inicia con la denuncia o querel.1a que 

puede ser presentada por cualquier persona. 

LA QUERELLA, el rcl.ato de .los hechos que se esti -

man delictuosos ¿intc el órgano investigador, con el fin de i_!! 

vestigar el hecho delictivo. 

Debe ser hecha Ctnicamcnte por la vtctima, por el ofC.!}_ 

dido o por el legitimo representante de la v:ictima o del ofeE_ 

dido con la expresi6n de queja, es decir con el deseo de que 

se persiga el del.ita y se sancione al autor del mismo. 

La querella funciona como una autorización que se da 

al Ministerio PG.blico para que se investigue el delito y se -

ejercite la acci6n penal (artículo 262 fracción I del C6digo 

de Procedimientos Penales del Distrito Federal y 113 fracción 

I del Código Federal de Procedimientos Penales) • 

Osario y Nieto, nos dice que la "Querella es una mani 

festaci6n de la voluntad de ejercicio potestativo formuoada -

por el sujeto pasivo o el ofendido con el f"in de que el MiniE 

terio Público tome conocimiento de un delito no pcrseguible -

de oficio para que se inicie e integre la averiguación previa 
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y en su caso ejercite la acci6n penal" ..• La querella puede 

ser formulada por cualquier ofendido o por persona f1sica me-

diante poder especial. para pleitos y cobranzas" (24) .. 

Arilla Bas, nos dice que la querella es "Corno la de -

nuncia, la rclaci6n de hechos constitutivos de delito, formu-

lada indistintamente, tantO por el ofendido como por sus re -

presentantcs lcg~les o contractuulcs. Las denuncias y las 

querellas pueden formularse verbalmente o escrita" (25). 

Rivera Silva, dice que Ja ºQuerella puede definirse -

como relación de hechos expuesta por el ofendido ante el 6rg~ 

no investigador con el deseo rnanif iesto de que so persiga al 

autor del delito. De tal definici6n arroja los siguientes 

elementos. 

1.- Una relación de hechos; 

2.- Que esta r0laci6n sea hecha por la parte ofendida; 

y 

3.- Que se manifieste la queja el deseo de que se PCE 

siga al autor del delito. 

(24) Osario y Nieto, César ''\.ugusLo, "La Averiguación Previa" 
Editorial Porrúa, S.A. 'l'crcera Edición, M6xico, año - -
1985, p~ig. 7. 

(25) Arilla Bas, Fernando, "EJ Procedimiento Penal en Héxico" 
Editorial Kratos, S.A. Décima Edición, México, D.F. año 
1986, p&gs. 53-55. 
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La querella es hecha ante el. .Ministerio PGblico en 

forma verbal o escrita, hecha por la parte ofendidaº (26). 

Col1n Stinchez, nos indica que la querella es un dere­

cho potestativo que tiene el ofendido por el delito para ha -

cerlo del conocimiento de las autoridades y dar su anuencia -

para que sea perseguido tratándose de los delitos que se per-

siguen, a petición de la parte ofendida, no solamente el agr~ 

viada, sino también su leg!.timo representante, cuando lo esti 

me necesario pondr:ln en conocimiento al Ministerio PG.blico la 

comisión del hc::cho delictuoso para que este se::~ perseguido, -

no pudiendo hacerlo en ningún caso para ~sta clase de delito, 

sin la manifestación de voluntad del que tiene ese derecho. 

"Para que la querella se tenga por legalmente forrnul~ 

da deber~ satisfacer lo ordenado por los Códigos de la mate -

ria. 

Podrtin presentarla: 

a) El ofendido (artículo 115 del Código Federal de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal.). 

b) Su representante legftimo; 

{26) Rivera Silva, Manuel, "El Procedimiento Penal", Edito -
rial Porrúa, S.A. D6cima Quinta Edici6n, México, año --
1985, p~g. 112. 
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e) Su apoderado, "Que tenga poder general para plei -

tos y cobranzas y con clfiusula especial, sin que -

sea necesario acuerdo previo o ratificaci6n del 

Consejo de Administruci6n o de la asamblea de so -

cios accionistas ni po<lcr especial para el caso 

concreto" (art.1culo 264 del C6digo ele Procedimien-

tos Penales para el Distrito Federal). 

La querella contendr~: 

a) Una relaci6n vertal por escrito de los hechos; 

b) Debe ser ratificada por quien la prcs~nta ante la 

autoridad correspondiente" (27). 

La querella es el relata· de los hechos que se estiman 

como delictivos, y que se requiere del consentimiento del(la) 

ofendido(a) para que la autoridad investigadora proceda en coE 

tra del sujeto activo con una autorización de dicho sujeto pa-

sivo, tal y como dispone el articulo 262 fracción I del Código 

de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 113 frac-

ci6n I del C6digo Fcdc~al de Proc~Oimientos Penales. 

Las definiciones hechas en este inciso, resulta que la 

(27) Co11n SS.nchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A. Octava Edici6n 
México, año 1984, pt3.gs. 245 y 246. 
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querella procedo en J_os delitos que no se persiguen de ofi--­

cio; ya que en nuestra legislación penal no autoriza a la au­

toridad investigadora para actuar de oficio de aqu6llos delL­

tos que requieren autor izaci6n de la parte ofendida e 

•.ranto la denuncia como la querella pueden presentarse 

en forma verbal o por cscritae La denuncia y la querellu um­

bas surten el mismo efecto, obligar ul Ministerio Público 

iniciar su labor investigadora ejercitando acci6n penal; son 

requisitos de procedibilidad para 6sta. La denuncia c5 consJ:. 

derada requisito de proccdibilidad para que el Ministerio PG­

blico pueda avocarse a la invcstigaci6n del hecho punible. 

La querella se tiene como una autorización de la parte ofend~ 

da para que pueda iniciarse averiguación previa y as:i., dicho 

órgano investigador no omita funciones que por disposición 

constitucional en coordinación con lo dispuesto en la Ley Or­

g~nica de la Procuradur!a General de Justicia del Distrito F~ 

cieral, Cap!tulo I, Articulo 3o. Atribuciones persecutorias de 

los delitos del orden comt:in; Al Ninister io PGblico le corres­

ponde: 

"A) En la Averiguación Previa: 

I. Recibir denunciQs, .:icu.sctciones o querellas sobre -

acciones u omisiones que puedan constituir delito; 

II. Investigar los delitos del orden comGn con el aux! 

lio de lo policía judicial, de los servidores per_! 
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ciales, de la polic1a preventiva; 

III. Practicar las diligencias necesarias, para la com-

probación del cuerpo del delito y la probable res-

ponsabilidad de quienes en ellos hubieren interve-

nido, para fundamentar, en su caso, el ejercicio -

de la acción penal; 

IV. Restituir al ofendido en el goce de sus derechos -

provi~ional e inmediatamente, de oficio o a peti -

ci6n del interesado, cuando est~ compi.-obaUo el 

cuerpo del delito del que se trate en la averigua-

ci6n previa, ordenando que el bien se mantenga a -

disposici6n del Ministerio Público, si se estimare 

necesario; y en su caso, exigiendo se otorgue ga -

rant!a, la que se pondr~ a disposición del 6r9ano 

jurisdiccional, si se ejercita acción penal; 

V. Solicitar la aplicaci611 de la medida precautoria -

de arrige y las órdenes de cateo, en los t~rminos 

del artículo 16 de la Constituci6n Política de los 

Estados Unidos I·:exicanos •.. " (28). 

(28} Código de Procedimientos Penales del Fuero Común y Te -
rritorios Federales, Editorial Porrúa, S.A-, Trigésima­
Novena Edici6n, MGxico, afio 1988, pAgs. 552 y 553. 
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B) EL IN':i:'ERROGATORIO DEL INCULPADO E?~ ESTE PERIODO. 

"Sabido es que el interrogatorio tiene por objeto su-

ministrar al juez todos aquellos datos, que ya de ciencia pr~ 

pia o de referencia posean los dcm~s hombres y que puedan co~ 

tribuir al esclarecimiento del hecho" ( 29) . 

1'Por interrogatorio se entiende como "El conjunto de 

preguntas que debe realizar en forma t6cnica y sistemática el 

funcionario encargado de la averiguación previa a cualquier -

sujeto que pucd.J. proporcionur inform.:ici6n ütil par.:i el conocJ: 

miento de la verdad de los hechos que se investigan" (30). 

El interrogatorio se lleva a cabo con personas que 

tengan conocimiento de los hechos, y no precisamente con el -

presunto responsable de un hecho delictivo. Se tiene como i~ 

formaci6n que ayuda al esclarecimiento de la verdad de los he 

ches. 

Por declaración, se entiende como "La relación que h~ 

ce una persona acerca de determinados hechos, persona o cir -

cunslctnc.i.;i.s vinculada::; con la averiguación previa y que se i,!! 

(29) Gross de Graz, Hanns, "Manual del Juez 11
, Editor L~zaro 

Pavia, Mejico, Imprenta de Eduardo Dublán, Tomo I, año 
1900, plig. 58. 

(30) osario y Nieto, c6sar Augusto, "La Averiguación Previa" 
Editorial Porrú..;:i., S.A. Tercera Edición, !!~xico, .:iño - -
1985, p~gs. 12 y 13. 
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corpora a la misma" (31). 

El interrogatorio tiene sentido dif crcnte a la decla-

ración, ya que a.l interrogado se le hacen preguntas directas 

que deben ser con cierta t~cnica por persona investida de fa-

cultades para realizarlo y la declaración, es la manifesta --

ción que hace la persona vinculada con los hechos de la avcrl 

guaci6n previa. De modo que la declaración se da posterior -

mente al intcrro9atorio, ya que es provocada a travl'.Ss del in-

terrogatorio. 

"A los indiciados se les exhortará a que se conduzcan 

con verdad, pero no se les protestará y en el curso del inte-

rrogatorio y tom~ de declaraci6n se abztcr,dr:i el investiga -­

dor de todo mal trato verbal o ff sico al mismo y en todo caso 

deberá observarse estrictamente lo dispuesto en el artf culo -

20 fracción II de la Constitución Polftica de los Estados Uní 

dos Mexicanos" (32). 

"La declaración puede darse: 

1. - En forma espontánea y 

2.- Provocada a través del intcrrogalorio. 

(31) Idem., p~g. 14. 

(32) Osario y Nieto, césar Augusto, "La Averiguación Previa" 
EditoriaJ. Porra.a, S.A. Tercera Edición, Néxico, año --
1985, p~g. 14. 
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Ambas constituyen un medio de prueba a favor o en 

contra, y el interrogatorio, un recurso para obtenerla, en 

tanto puede proporcionar luces sobre la verdad raaterial. 

1) EN LA AVERIGUACION PREVIA. Tomando en cuenta que 

no se puede obligar a nadie a declarar en su contra, el inte­

rrogatorio llevado a cabo en ejercicio de la función de la p~ 

licia judicial, en la pr~ctica va precedido de exhortación 

del Ministerio PO.blico al indiciado para que se produzca con 

verdad, pero como a falta de esta formalidad no invalida el -

acto, resulta intrascendente su omisi6n. 

Para hacer factible la contestac.i.6n a cada pregunta, 

es presupuesto indispensable que el interrogado se le haga s~ 

ber la fecha y todo dato pertinente. 

2) DURANTE EL PROCESO. El intt;!rrogatorio formulado -

durante el proceso no cst~ sujeto a ninguna forma especial. 

Durante el proceso corresponde al Ministerio Público, al Juez 

y al Defensor, como lo señala el articulo 292 del Código de -

Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 

El j uzg.:i.dor puede valerse de .:!..qucllos medios de ind.:i­

gaci6n que, sin coartar la libertad del imputado o sujestio -

nar su ánimo, se dirijan a descubrir estímulos, emociones, e~ 

rrelacioncs, asociaciones de ideas, escrúpulos religiosos o -
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morales al esclarecimiento de la verdad" (33). 

Rudolph Caputo, Arthur S. Aubry Jr., en su obra "Téc-

nicas del Interrogatorio Policiaco", nos dice que "El interr~ 

gatorio es una técnica y un proceso que usan la polic1a y los 

organismos encargados del cumplimiento de la ley; su prop6si-

to es obtener la admisi6n de culpabilidad de un individuo que 

ha cometido un delito. El proceso del interrogatorio tiene -

cierta analog~a con el de entrevistar, y esta similitud con -

siste en que ambas t~cnicas se desarrollan a fin de obtener -

inforrnaci6n. 

L~s preguntas que deben tomarse en cuenta en todo in-

terrogatoric, son: Qu~, Qui6n, Dónde, cu~ndo, Porqu~ y C6mo; 

considerables de importancia para el interrogatorio policiaco. 

Estas interrogaciones le ayudan al interrogador a ubicarse en 

el lugar, tiempo, modo y circunstancias de 2os hechos~ 

El interrogatorio es un mli!todo para eliminar sospechE: 

sos, especialmente cuando el elemento tiempo es de importan -

cia. La eliminaci6n r~pida y eficiente de los probables sos-

pechosos, ofrece ventajas obvias de cualquier tipo de trabajo 

policiaco y cuando el elemento tiempo es de importancia, el -

(33) Colín Sánchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedí -
mientas Penales", Editorial Porrúa, S.A4 Octava Edici6n 
M~xico, afio 1984, p~gs. 330 y 331. 

38 



interrogatorio no s6lo es el mejor recurso, sino absolutamen-

te el único. 

El interrogador debe ser hflbil tanto en el arte de j·..!! 

terrogar como en la pr~ctica de cualquier tócnica o especial~ 

dad policiaca, requiere estudios y aplicación asidua e inten-

siva, dedicaci6n y enorme cantidad de cncrgia. No debe repa-

rar en que la persona a lu. que interroga sea hombre o mujer, 

pobre o rica, conmovedora o despreciable, fuerte o débil. Su 

objetivo es determinar si dicho sujeto sabe al')O acerca de o 

estfi complicado en un delito; si trata de ocultar la verdad, 

o por lo contrario quiere cooperar rc:~~!¿:J.ando lo que sabe en -

cuanto al asunto en cuesti6n'' (34). 

Desprendi~ndose de lo anterior que, el interrogador -

debe ser una persona con amplios conocimientos en el arte de 

interrogar para poder encontrar al verdadero culpable o rcla-

cionado con los hechos, mediante interrognntcs. En la re ali-

dad de los casos quienes tienen esta facultad de buen interr~ 

gador, son aquéllas personas preparadas para su profesión y -

que gozan de un criterio amplio y bastante, sabedores de las 

garant~as individuales de su País y un concepto de qu6 son 

los derechos humanos y los lfmi tes de hasta donde pueden res-

petarse. En M6xico, no dudando de que cxistnn personas con -

{34) Rudolph R. Caputo, Arthur s. Aubry Jr. "•rócnicas del -­
Interrogatorio Policiaco", Editorial Lirnusa, \•liley, S.A. 
Primera Edición, México, año 1971, pügs. 37, 41, 53. 
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capacidad intelectual para llevar ü feliz t6rmino un interro­

gatorio y siendo por conducto de los agentes policiacos, pero 

estos abusan de sus facultades que les confieren por mandato 

constitucional; aplican sus conocimientos de una manera absu.E 

da y discriminante, tanto para el derecho mexicano como para 

el inculpado, aplicando mGtodos en el interrogatorio a su ma­

nera, obteniendo la confesión a travéz de la tortura sin de -

jar huellas ni l~siones externas, esto es, para no verse inv~ 

lucrados en el asunto. 
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C) LA DETENCION DEL INCULPADO EN ESTE PERIODO. 

Lü detención, es el estado de privación de la liber -

tad que sufre una persona por virtud do un m~ndato judicial, 

o bien el estado de pl:ivaci6n de J.ibcrtad que padece una per­

sona. Las detenciones, son las privuciones de libertad cjcc~ 

tadas por la policía judicial, el MiniGtcrio Público, las au­

toridades administrc::.tivas y ut1n los particul.:ircs, ~.in que 

die orden de autoridad judicial. La detención es el estado -

jur!.dico de privación de libertad que sigue a la aprehensión. 

Las detenciones proceden cuando se cumplen con los r~ 

quisitos de ley; como pueden ser las establecidas en el arti­

culo 16 constitucional, cuyo delito esté sancionado con pena 

corporal; que exista denuncia, acusaci6n o querella. Sin es­

tos requisitos, no se podr5 librür orden de aprehensión o de­

tención. 

En el caso del flagrante delito se autoriza para det~ 

ner u.l presunto responsable, sin ninguna orden de aprehensión 

as~ como en casos urgentes cuando no hay en el lugar de los -

hechos ninguna autoridad judiciul, cuando se trata de delitos 

que se persiguen de oficio y cuando existan temores de que el 

delincuente se retraiga de la acci6n de la justicia, "por la 

hora, por la distancia del lugar en que se practica la deten­

ci6n, no hay ninguna autoridad j ud j ci~l qu~ puec.la expedir la 

orden correspondiente" (articulo 2GB clel Código de Procedi --
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mientes Penal.es en el Distrito Federal) (35). 

Bn casos urgentes, l.a autoridad administrativa que 

aprehenda al presunto responsable, por mandato constitucional 

debe poner al detenido inmediatamente a disposición de la au-

toridad judicial. 

Cuando una persona es detenida con orden de aprchcn -

si6n tiene. el derecho de que sea puesto inm.ecliat.:imcntc a dis-

posiciOn de su juez para ser declarado ante dicha uutoridad y 

no en la~ guardias de agentes como se acostumbra general.mente 

hacerlo; debe ser tal como lo dispone el. artículo 134 del C6-

digo de Procedimientos Penales para. el. Distrito Federal, que 

preve~: "Siempre que se lleve a cabo una aprehensión en vir -

tud de orden judicial, quier. la hubiere ejecutado dcl-.,erti po -

ner al aprehendido, sin demora alguna, a disposición del tri-

bunal respectivo, informando a 6stc accrc<:t de la fecha, hora 

y lugar en que se efcctu6, y dando a conocer al aprehendido -

el dere.cho que tiene para designar defensor" ( 36) • 

Col.in Sánchcz, nos indica 4ue ºEn la pr<ictica ~sta 

disposición no se uU~tlecc, el n.gcntP ñe la pol.ic!a judicial -

{35) C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral, Edi.torial PorrGa, S.A. Trig~sinln. Uovena Edición, -
Ht!xico, año 1988, p:3.-. 60. 

(36) Idcm. Pág. 36. 
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que realiza (la orden) conduce, primerruncntc, al detenido, a 

la guardia de agentes de la Palie.fa Judicial; es hasta el dí.a 

siguiente cuando se cnv1a a disposición del juez lo cual en -

traña una aravc pcrjudicaci6n para el sujeto v grnve viola -­

ci6n a las disposiciones legales" (37). 

La fracción IX del articulo 20 Constitucional., funda-

menta el derecho de defensa del inculpado desde el momento en 

que fue aprehendido o detenido, que reproduc.i6ndola textual -

mente dice: "El acusado podr.c:i nombr.;:ir defensor desde el mo -

mento en que aprehendido, y tendr~ derecho a que 6ste se 

halle en todos l.os actos del juicio; pero tendrá obligaci6n -

ele hacerlo comparecer cuantas veces se necesite" (38). Tal -

garant1a se complementa con lo preceptuado en el articulo 134 

Bis, p~rrafo Cuarto del Código de Proceaimientos Penales, pa-

ra el Distrito Federal, al reglamentar que 11 Los dct.:cnidos, 

desde el momento de su aprehensión, podrti nombrar abogado o -

persona de su confianza que se encargue de su defensa. A fa_!. 

ta de uno u otro el Ministerio Público le nombrará. uno de ofi 

cio" (39). l\hora bien, el Licenciado 7\A..LlON HERNl\NDEZ LOPEZ, 

(37} Col1n Sánchez, Guillermo, "Derecho l•¡exicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrela, S.A. México, afio 
1984, págs. 262, 263, y 269. 

(38) Constituci6n Pol1tica de los Estados Unidos Mexic.:inos, 
Editorial Tr.illas, Primera Edición, M6x.ico, año 1983, -
pftg. 23. 

(39) Código de Procedimientos Penales para el D.F., Edit~ P~ 

rrúa, S.A. 39a. Edición, México, afio 1988, p&g. 36. 
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menciona en su obra "Manual de Procedimientos Pen.:i.lcs", que -

en la Occlaraci6n Preparatoria al consignado como goce de una 

de sus garant1as se le harS saber "Bl nombramiento del Defcn-

sor (particular o de oficio)" {40); citando su intervención -

en su misma obra en un caso concreto que toma como formu.to PE. 

ra cl1nica procesal, manejando esta garant~a a nivel procedi-

miento y concretamente al rendir su declaración preparatoria 

el consignado; 09scr '..{indosc on el mismo caso, que a nivel avs:, 

riguaci6n previa, no l1acc alusión al defensor; de lo que se -

deduce que para el autor de la presente obra 1a labor del de-

fensor se inicia ante el órgano jurisdiccional, existiendo la 

radicación del juicio, ante el juez correspondiente 

La avcrig1.iaci6n previa,. se cataloga cono el r.lomcnto -

de la integración del delito y la posible responsabilidad¡ d~ 

duciéntlosc que no hay parte acusadora, por lo que el precepto 

legal citado, en la pr~ctica y en 6sta etapa, no se cumple 

con su ordenamiento, el defensor es meramente figura dccorat! 

va, convirti6ndose en visitante de las Agencias Investigado -

ras del Ministerio P11blico y en ocasiones ni siquiera conoce 

al inculpado o presunto responsable. 

Ni la Constitución Política ni la ley Secundaria eot~ 

(40) Hernándcz L6pez Aaarón, "Manual de Procedir:\ientos Pena­
les". Bditorial r>ac, S.A. de C.V., M~xico, año 1985, -­
pág. 60. 
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blecen·las funciones del defensor en la fase de la averiguu -

ción previa, y es claro, que los actos que en ~sta se lleven 

a cabo no son de modo alguno actos de juicio, que por impera­

tivo constitucional puede presenciar el defensor. De lo que 

se concluye que, en la prS.ctica procesal el Ministerio PCibli­

co no permita el acceso del defensor en la lntegraci6n de la 

averiguación previa, o inclusive negarlo en absoluto, sino 

que hasta que dccl~ra el inculpado. 

Deduciéndose que el Ministerio Público tiene el mono­

polio total de la acci6n penal en las primeras diligencias de 

la polic~a judicial, actuando a su libre albedrío; en cierto 

modo hasta se le da margen a f]Ue violen 105 mnndutos conBcicu 

cionales y leyes procesales; en consecuencia, v iol.:i.n los dcrc 

chas del inculpado, cuando los agentes lo interrogan en la 

guardia a que pertenecen, haci6ndolo en privado, a puerta ce­

rrada en sus respectivos cubículos y generalmente logran con­

fesar al inculpado y, con tal ccnfesi6n, sin m§s diligencias 

que practicar el 6rgano investigador procede a consignarlos -

ante su juez. 

Zamora - Pierce, nos dice que "El defensor cuando in­

terviene en un caso con el que su defensa ha sido detenido du 

r~ntc un.1 ;,.vcr. l.guaciGn 1-'revia tiene una funci6n primordia]: 

La de estar presente en todo intvrrugatorio que se haga al i_!! 

dividuo, a fin de cerciorarse de que se respete su derecho a 

guardar silencio o bien, que sus declaraciones son libremente 
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omitidas. As1 el respeto a la garant~a de defensa sigue en-

protccci6n a la garant:í.a de no autoincrimlnarse. En caso CO.!!_ 

trario, sino se protege la libertad del indiciado en el mome_!! 

to de rendir declaración durante la Averiguación Previa, e) -

proceso judici.::11 puede iniciarse sobre lu base de una confe -

siOn coaccionada. A partir de ese momento, y d.:i.da la Juris -

prudencia de la suprema Corte de Justicia conforme a la cual 

debe dtirsele pre¡Eercnte vulor probutorio a csn declaración 

inicial, el proceso se convierte en un rito vacío de resulta-

do prefijado. Al impedir la intervención del defensor duran-

te la averiguación previa, hacernos inütil su posterior actua-

ciOn durante el proceso" (41). 

Mientras ne haya ninguna reforma constitucional refe-

rente a este concepto de violación, ni derogaciones de los 

concernientes artículos del Código de Procedimientos Penales 

respecto al nombramiento de defensor en la Averiguación Pre -

via, el Ministerio Público estt>. obligado a respetar el der..:!: -

cho del detenido de nombrarle defensor desde las primeras de-

claraciones judiciales, al hacer el interrogatorio a que sum~ 

ten dicho detenido; aún estando en los separas de la Procura-

durl:a de Justicia del Fuero Común o Fedcrul o en la Guardia -

(41) Zarnora-Pierce Jesús, "Garant:í.as y Proceso Penal", Art. 
20 Constitucional, Editorial porraa, S.A. Primera Edi­
ción, M6xico, afio 1904, p&gs. 91 y 92. 
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de Agentes de la Policfa Judicial al integrar el acta de poll 

c1a. 

Toda confesi6n obtenida por el Ministerio P6blico o -

por conducto de sus agentes a disposición de este, de un dct~ 

nido que declare sin asistencia del defensor es contraria a -

una ley de orden pG.blico y por ello, es malo y sin valor con­

forme al principio consagrado en el artículo So. del Código -

Civil. 

Aunado a la opinión de esta autor. (Zamora-Pierce), si 

al detenido se le nombra dcfcr.sor de oficio ~JscriLo ai 

turno correspondiente en la Agencia Investigadora, es muy di­

f!ci1 y casi nulo que se le permita enterarse de las actuaci~ 

nes diligenciales realizadas, será porque se entorpece la in­

vestigación o por celos profesionales de parte del órgano in­

vestigador, ya que s6larnente le requieren firmas al defensor 

como requisito legal_ Rcsu1 tanda no provechoso para el pre -

sunto responsable la figura del defensor al momento de ser de 

clarado .:i.ntc el Ministerio PG.blico, si cuando h.:i.y orden de 

aprehensiCSn y deteniendo al individuo, lo primero que hace el 

agente judicial, es trasladarlo a la guardia de agentes, don­

<l~ lo declaran po~ primera vez, integrando con tal declara 

ci6n EL ;,.c•rA D:C POLICii\ 1 t.:n la que no permiten la interven 

ci6n de extraños como lo puede ser un defensor, de oficio o -

particular; sino que solamente lo declaran los integrantes 

del grupo de agentes a quienes se les turnó la orden de aprc-
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hensi6n. Bn el presente caso no les es difícil hacer confe -

sar a su victima usando diferentes medios a sabiendas que las 

primeras declaraciones asentadas en el acta de policfa, la J.!:! 

risprudcncia de la Suprema corte de Justicia de la Naci6n, le 

conceda valor probatorio, por ser hechas ante autoridad judi­

cial, consignándose con 6stas al presunto responsable ante el 

Organo jurisdiccional., sin promover mds diligencias que la 

confesi6n, con la seguridad <le que ~ste le dictara auto de 

formal. prisi6n, ya que el objeto principal del Ninistcrio Pú­

bl.ico es ejercitar acci6n penal y se cumplimenta consignando 

al. presunto responsable con la simple confesión, sin agotar -

l.os requisitos que se exigen por el art!culo 16 constitucio -~ 

nal. 
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D) LA CONSIGNACION CON DETENIDO Y SIN DETENIDO. 

La consignación es "El acto procedimental, a travGs -

del cual el Ministerio PO.blico ejercita la acción penal., po -

niendo a disposición dcJ_ juez 1.as diligencias o al individuo 

en su caso, iniciSndose con ello el proceso penal.. 

El acto de cons ignaci6n puede da rsc en dos formas: 

a) Sin detenido; 

b) Con detenido. 

cuando la consignaci6n es sin detenido y se trata de 

delitos que se sancionan con pena corporal, va a cornpañado -

del pedimento de orden de APREIIENSION. Si el delito es de -

los que se sancionan con pena alternativa, se real.iza anica­

mente con pedimento de orden de COMPARECENCIA. 

'l'ratándosc de consignaci6n con detenido, se pondrá -

al individuo a disposición del juez en la c&rcel preventiva, 

remiti~ndole la comunicaci6n respectiva, juntamente con las 

diligencias. 

La consignaci6n no rcvjstc ninguna formalidad espe -

cial e inclusive no se necesita comprobar el cuerpo del del! 

to sino que nada mS.s se debe reunir los requisitos que seña.­

la el artfculo lG constitucional. El Código de Procedimien­

tos Penal.e.::;, guarda silencio y aunque la ,Jurisprudencia de -
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la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha resuelto en di--

versas ejecutorias que: "Basta con la confcsi6n que del reo -

haga el Ministerio Público, para que se entienda gue este fun 

cionario ha ejercitado la acción, pues justamente es la con -

signaci6n la que caracteriza el ejercicio de dicha acción, r!:. 

serva de que, despuós y ya como parte dentro de la controver-

sia penal el Ministerio Público promueve y pide todo lo que a 

su representación corresponda" (42). 

La definición que concede la Jurisprudencia, en lo 

personal no se acepta tal opinión; de serlo ns1, es aceptar -

las arbitrariedades que comete a diario en el desempeño de 

sus funciones el Ministerio Püblico en la Averiguación Previa, 

porque el articulo 16 constituc.ional es muy claro en ese sen-

tido, al decir que: ºNadie puede ser molestado su persona, 

familia, domicilio, papeles o posesiones, sino e~ virtud de -

mandamiento escrito de la autoridad competente" (43). Si fa_! 

tan diligencias que practicar para la comprobaci6n del cuer -

po del del.ito, no se rednen los requisitos que se exigen le -

gal.mente para la consignación, por lo que en consecuencia, no 

procede legalmente el pedimento que se hace ante el 6rgano j~ 

risdiccional., la orden de apr~ht..:n;:;iGn. Si O.nicamcnte s<:> con-

(42) Col.in Sánchez, Guillermo "Derecho Mexicano de Procedi -
mientas Penales", Edit. PorrGa, S.A. Sa. Edición, M~xi.­
co, año 1984, págs. 262 y 263. 

(43} Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, 
Edit. Trillas, S.A. 6a. Edición, México, año 1988, pág_ 
18. 
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sidera la CONFBSION para la procedencia de consignación, en -

tonces la figura delictiva 11egar1a a dicho Organo Jurisdic -

cional con influencia extraña al procedimiento e incompleta. 

Cuando existe consignaci6n sin detenido, en este ca -

so, s! se llevaran a cabo todas las diligencias necesarias P2; 

ra la comprobaci6n del cuerpo del delito, tal y como lo dis -

pone el articulo 4o. del ·código de Procedimientos Penales para 

el. Distrito Federal., al regl.arr.entar que: 11 Cuando del acta de 

Polic1a Judicial no aparezca la detención de persona alguna, 

el Uinistcrio Público practicar~ o pedir~ a la autoridad jud.:!:. 

cial que se práctiquen todas aquellas diligencias NECESARIAS, 

hasta dejar comprobados los requisitos que señala el articulo 

16 constitucional para la detención; pero si dichos requisi -

tos aparecieren ya comprobados en el acta de polic1a judicial 

el Ministerio Público la turnarfr al juez solicitando dicha d~ 

tenci6n 11 (44). 

Pero aún as1, no dejamos de advertir que el contenida 

del art~culo citado, tambi6n da margen a que el órgano invcs-

tigador omita diligencias para la integración de la averigua-

ci6n previa, o muestre indiferencia en sus funciones, envian-

(44) Código de Procedimientos Penales para el Distrito Fcde -
ral, Editorial Porrúa, S.A. Trigésima Novena Edición, M~ 
xico, año 1988, pag. 10. 

51 



do la avcriguaci6n incompleta al. juez correspondiente para 

que sea este funcionario quien lo substituya en una función -

que por mandato constitucional debe cumplir aquól, contraria_!! 

do el precepto legal del articulo 21 constitucional que pre -

viene, como funci6n Gnica del juez LA APLICACION DE LA LEY Y 

NO LA PERSBCUCION DEL DELITO que ha dejado privativamente en 

manos del Ministerio PG.blico. 

Cuando hay consignación con detenido el Organo Juris-

diccional decreta AUTO DE RADICACION, por lo que "Denl:.ro de -

las cuarenta y ocho horas, contadas desde que un detenido ha 

quedado a la disposición de la autorid~d judicial encargada -

de practicar la instrucción, se procederS a tomarle su declu-

raci6n preparatoria" (art1cul.o 487 del Código de Procedimien­

tos Penales para el Distrito Federal) (45). 

En la declaración preparatoria s¿ l.e hace saber al. i_!} 

culpado del derecho que tiene para nombrar defensor, como lo 

señala l.a fracción IX del articul.o 20 constitucional, al de -

cir que 11 Se oir~ en defensa por si o por persona de su con --

fianza, o por ambos, segün su voluntad. En caso de no tener 

quien lo defienda se le presentar~ lista de los defensores de 

(45) C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral, Editorial Porrúa, S.A. Trig~sima Novena Edici6n, 
México, año l.988, p~g. 67. 
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oficio para que elija el que o los que les convengan. Si el-

acusado no quiere nombrar defensor, despu~s cle ser requerido 

para hacerlo, al rendir su deciaraci6n preparatoria, el juez 

le nombrar~ uno de oficio 11
••• (46) 

"En ning'Ún caso, y por ningCin motivo, podrS. el juez 

emplear la incomunicaci6n ni ningCin otro medio coercitivo pa-

ra lograr la confesión del inculpado" (artículo 289 del Códi­

go de Procedimiento!:> Penales pura el Distrito Federal) (47). 

Al dictar el juez auto de formal prisión o sujeción a 

proceso y, como lo dispone el art~culo 290 del ordenamiento -

legal citado, tiene la obligación de hacer saber al inculpado 

en este acto: 

I. El nombre de su acusador:, si lo hubiere, el de los 

testigos que declaren en su contra, la naturaleza 

y causa de la acusación a fin de que conozca bien 

el hecho punible que se pueda contestar el cargo; 

(46) Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
Editorial Trillas, S.A& Sexta Edición, M6xico, año 1988 
p!ig. 24. 

(47) COdigo de Procedimientos Penales para e1 D.F., Edit. P~ 
rrGa, S.A. 39a. Edici611, M~xico, afio 1988, pág. 67. 
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II. La garantía de libertad cauciona!, en los casos -

en que proceda, y el procedimiento para obtenerla; 

y 

III. El derecho que tiene para defenderse por sí mismo 

o para nombrar persona de su confianza que lo de-

fienda, advirti~ndole que si no lo hiciere, el 

juez le nombrar~ un defensor de oficio {48). 

"Si la consignaciGn ret1ne los requisitos del articulo 

16 constitucional y, en caso afirmativo, decretar~ la deten -

ci6n del consignado, y decimos decretará, a pesar de que 6ste 

ya est~ privado de la libertad, porque la G.nica decisi6n que 

justifica esa privación de libertad y crea el estado jurídico 

respectivo, es el auto del juez. En caso contrario, o sea si: 

no aparecen reunidos los requisitos constitucionales el juez 

decretará la inmediata libertad del consignado. 

En el caso <le que el Ministerio PG.blico consigne sin 

detenido, pero pide la detención o comparecencia del sujeto -

pasivo de la acci6n penal, el juez decidirti, para concederlas 

o negarlas, en sus respectivos casos, si la consignación reU-

ne o no J.os requisitos del. articulo 16 constitucional" {49). 

(48) Código de Procedimientos Penales para el D.F., Edito 
rial PorrO.u., S.A., Trigésim.:i Novena Edición, México, año 
1988, púg. 67. 

(49) Arilla Bas, Fernando, ºEl Procedimiento Penal en l'1~xico 11 

Editorial Kratos, S.A. de C.V. M~xico, D.F. uño 19B6, -
p&gs. 71 y 72. 
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Afirmo que la consignación con detenido, es la priva­

ción de la libertad del presunto responsable, ya sea que por 

medio de denuncia, acusación o querella, o sorprendido in in­

fraganti delito, es puesto inmediatamente a disposición del -

Ministerio Público, consign~ndosc ante el 6rgano jurisdiccio­

nal, existiendo elementos de conv icci6n suf icicntcs para la -

comprobación del cuerpo del delito. La consi.gnaci6n sin dctc 

nido, es la que aG.n, existiendo denuncia, acusu.c:ión o qucrc -

lla, e incluso reuniendo los requisitos del articulo 16 cons­

titucional, ejercí t<indose acción penal, el individuo se en -­

cuentra pr6fugo de la justicia y que para su dct2nci6n el ór­

gano jurisdiccional bajo su m&s estricta responsabilidad y, -

analizando las diligencias del Ministerio Público que dieron 

origen a la consignaci6n sin detenido, si procede la acci6n -

penal aquél dictar~ orden de aprehensión, y sino desechará de 

plano tal petición. 
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E) COMEN?ARIOS PERSONALES. 

Las primeras diligencias de la polic!.a judicial, com­

prenden desde la denuncia, acusaci6n o qucrellu y tcrmin.:i con 

la consignaci6n del presunto responsable ante el 6rgano juri~ 

diccional. 

La denuncia y la querella, son requisitos de proccdi­

bilidad para iniciar averiguaci6n previa, tal y como lo seña­

la el articulo 16 constitucional, al decir que: "No podrS li­

brarse. ninguna orden de aprehensi6n o cletcnciGn a no ser por 

la autoridad judicial, sin que proceda denuncia, acusaci6n o 

querella de un hecho determinado que la ley castigue con pena 

corporal, y sin que est~n apoyadas aquéllas por declaraci6n, 

bajo protesta, de persona digna·de fe o por otros datos que -

hagan probable la responsabilidad del inculpado, hecha excep­

ción de los casos de flagrante delito, en que cualquier pers~ 

na puede aprehender a1 delincuente y a sus cómplices, ponién­

dolos, sin demora, a la disposición d~ 1a autoridad inmedia -

ta". 

Cuando una persona es dAtenida por los agentes poli -

ciacos, lo primero que hacen es trasladarlo a la guardia de 

agentes, donde es declarado por primera vez, confes~ndolo de 

los hechos delictivos que supuestamente se le imputan, siendo 

esta v~lida por dcf inición de la Jurisprudencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la naci6n, con la que se proceUc de inm~ 
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diato a la consignación. 

Ni la Constitución Pol1tica ni el C6digo Procesal Pe­

nal establecen funciones del defensor en la fase indagatoria 

por no ser actos del juicio y, aprovcch5-ndosc de esta omisi6n 

en la práctica ministerial en ocasiones no se permite la in -

tervención del defensor, sino que en todo caso, hasta que ha­

ya declarado el presunto responsable. 

En esta situación, el proceso se inicia sobre bases -

de una confesión coaccionada pero, como la Jurisprudencia de 

la Suprema Corte de Justicia ele la Nación, le da vnlor pleno 

a esta confesión por obtenerse inicialmente ante la AUTORIDAD 

JUDICIAL y, siendo as1 le secuela del procedimiento se sigue 

sobre un rito vac!o. 
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CAPITULO TERCERO 

III. DE LA PREPARACION DEL PROCESO. 

A) LAS PRIMERAS DILIGENCIAS JURISDICCIONALES. 

La actividad procesal se inicia desde el auto de for­

mal prisión o sujeción a proceso hasta el cierre de la ins -­

trucci6n. 

El proceso es "El. conjunto de actividades debidamente 

reglamentadas y en virtud de las cuales los órganos jurisdic-

cionalcs, previamente excitados para su actuación por el :rii -

nisterio Püblico, resuelven sobre una relación jur1dica" {50). 

0.1'..az de León, define el proceso como "El conjunto de 

reglas dadas para normar el sistema de investigación estable-

cido para indagar la verdad de los hechos del delito. A par-

tir de la noticia cr iminis todo el procedimiento penal. se 

constituye en un mótodo de avcrigUaci6n que encuentra su bas~ 

mento en la prueba y en l.os medios legalmente aceptados para 

probar" (51). 

(50) Rivera Silva, Manuel, "El Procedimiento Penal", Edito -
rial Porrúa, S.A. Décima Quinta Edición, M6xico, año --
1985, p~g. 179. 

(51) Di.az de Le6n, Marco Antonio, º~ratado Sobre las Prucbu.s 
Penales", Edl. torial PorrGa, S. A. Primera Edición, Hó:J-:i­
co, D.F., año 1982, p&g. 142. 
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Proceso, es "La etapa procedimental en donde se lle -

van a cabo actos procesales, encaminados a la comprobación de 

los el.ementos del delito y al conocimiento de la responsabili. 

dad o inocencia del supuesto sujeto activo; el órgano juris -

diccional, a través de la prueba conocerá la verdad histórica 

y la personalidad del procesado, para estur en nptitud de re-

sol.ver en su oportunidad, la situación juridica pl.anteada" --

(52). 

G6mcz Lara, Cipriano, nos dice que 11 Es la preparación 

del proceso, el conjunto de actos que debe realizar el Tribu-

nal, con la colaboraci6n rnucha5 veces de las propias partes y 

de los auxiliares del propio Tribunal. Se desarrolla toda la 

actividad probatoria y se formulan las conclusiones o alega -

tos de las partes. es decir es toda una primera fase de pre-

paraci6n, precisamente por eso se llama instrucción, para PCE 

mitir al juez o tribunal la concentraci6n de todos los datos, 

elementos, pruebas, afirmaciones, negativas y deducciones de 

todos los $Ujctos interesados y terceros, que permitan, corno 

ya se ha dicho, que el juez o tribunal esté en posibilidad de 

dictar la sentencia" (53). 

(52). Colin S~nchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Edi t. Porrúa, S. A. Ba. Edición, Méxi­
co, año, 1984, p~g. 265. 

(53) G6rnez Lar a, Cipriano, "Teoria General del Procesoº, Tex 
tos Universitarios, UN.AH, México, año 1979, págs. 126 ::::-
127. 
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Afirmo que el proceso, se inicia con el auto de far -

mal prisi6n o sujeción .:i proceso, en el que el juez o Tribu -

nal decreta la situación jur.t.dica, y posibilidades de die-

tar sentencia; manifest~ndose con el cierre de instrucci6n .. 

Tal afirmación se apoya en el articulo 19 pfirrafo Segundo 

constitucional, al decir: "Todo proceso se seguirS. forzosamcn 

te por el delito o delitos señalados en el auto de formal pri 

si6n". 

Si no existe auto de formal prisi6n, de ninguna mane­

ra puede iniciarse un proceso contra un detenido, ya que sin 

este, aún no se determina la situaci6n jurfdica de dicho indi 

viduo .. 

ºLos efectos jur.t.dicos del auto de radicaci6n, depen-

der~n de la forma 

tenido o con ~l). 

que se haya dado la consignación (sin de 

cuando la consignaci6n se da sin detenido (primera h2:_ 

p6tesi~) , al dictar el auto de radicación, el juez tomar5 en 

cuenta si los hechos ameritan una sanción corporal, o si por 

el contrario, se sancionan con una pena a1ternativa, puesto -

que ambas situaciones derivan hacia consecuencias jur!dicas -

diferentes: En e1 primer caso, previa la satisEaccl6n de los 

requisitos del articulo 16 constitucional, procederá la orden 

de aprehensi6n¡ en el segundo caso, el libramiento de la cita, 

comparecencia u orden de presentación, para lograr la presencia 
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del sujeto ante el juez. 

Cuando la consignación se da con detenido (Segunda 

Hip6tesis), se tomar~ en. cuenta l.o preceptuado en el art5.cul.o 

19 constitucional, fundamentando que "Ninguna detenci6n podrá 

exceder del término de tres dias, sin que justifique con un -

auto de formal prisión en el que se expresaran: ~l delito que 

se imputa al acusado; los elementos que constituyen aqu61; l~ 

gar tiempo y circunstancia de ejecuci6n y lo.s d~tos que arro­

je la averiguación previa, los que deben ser bastantes p~ra -

comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsa -

bil.idad del acusado. La infracci6n de esta disposición hace 

responsable a la autoridad que ordene la detención, o la con~ 

cienta, y a los agentes, ministros, alcaides o carceleros que 

la ejecuten. 

Todo proceso se seguir~ forzosamente por el delito o 

delitos señalados en el auto de formal. prisión. Si en la se­

cuela de un proceso apareciese que se ha cometido un delito -

distinto del que se persigue, deber~ aqu61 ser objeto de acu­

sación separada sin perjuicio de que después pueda decretarse 

la acumulaci6n, si fuera con.Juccntc. 

El articulo 19 constitucional., señala que "Todo mal -

tratamiento en la aprehensión o en las prisiones; toda moles­

tia que se infiera sin motivo legal: toda gabela o contribu -

ci6n en las c~rceles son abusos, que serfin corregidas por las 
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leyes y reprimidos por las autoridades". 

Esta disposición contiene un conjunto de garantías 

que son fiel reflejo, no Cinicamente del sentimiento profundo 

de 1os humanistas m~s notables del País, sino tarnbi~n, de la 

evo1uci6n del derecho penal en cuanto .:i. sus fines y pcnsamicE: 

to. 

Consccue:r;itemente con lo anterior cuando hay detenido, 

obedeciendo lo preceptuado en la disposición transcrita, den-

tro de las pr imcras cuarenta y ocho horas del t€rmino aludido, 

se ordenar~ la práctica de un conjunto de diligencias, tarn 

bi~n señaladas por la constitución General de la República en 

la fracci6n III del art1culo 20"(54). 

"Dentro del término de sctcntil y dos horas, señalado 

en el articulo 19 constitucional, el juez deber~ resolver so-

brc la situaci6n juridica del indiciado decretando su formal 

prisión en caso de hallarse comprobado el cuerpo del delito -

que se le imputa y su responsabil_idad probable, o su libertad, 

en el supuesto de que no se haya comprobado ninguno de ambos 

extremos, o se halle únicamente el primero. Si el delito so-

lamente mereciere pena pccunarin o alt<:>rnativa que incluyere 

(54) Col1n Sá.nchez, Guillermo, "Derecho Mexicnno de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A. Octava Edición 
M~xico, año 1984, p~gs. 266 y 267. 
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una no corporal, el juez en acatamiento a lo dispuesto en el 

articulo 17 constitucional, en vez de dictar auto de formal -

prisi6n, dictarS auto de sujeción a proceso, sin restringir -

la libertad de dicho indiciado, contando el ~crmino del arti­

culo 19 a partir del momento en que aqu61 quedó a su disposi-

ci15n. 

Si dentro del término de setenta y dos horas no se 

reQnen los requisitos necesarios para dictar el auto de for -

mal prisiOn o el de sujeción a proceso, segOn los casos, se -

dictar& la libertad del inculpado, por medio de auto que en -

· el procedimiento comGn recibe el nombre de auto de libertad -

por falta de mfritos y en el federal se denomina auto de li -

bertad por falta de elementos para proccder 11 (55}. 

El articulo 297 del Código de Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal, señala como requisito formales del 

auto de formal prisiOn, las siguientes: 

I. La fecha y hora exacta en que se dicta; 

II. La expresión del delito imputado al indiciado por 

el Ministerio Público; 

(55) Aril.la Bas, Fernando, "El Procedimiento Penal en México 
Editorial Kratos, S.A. de c.v. Décima Edición, M~xico, 
D.F., año 1966, p&gs. 77 y 89. 
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III .. El delito o delitos por los que deberá seguirse 

el proceso y la comprobación de sus elementos; 

IV .. La expresión del delito, tiempo y circunstancias 

de ejecución y dem~s datos que arroja la avcri -

guaciOn previa, que ser~n bastantes para tener -

por comprobado el cuerpo del delito; 

V. Todos los datos que arroje la averiguación, que 

hag~n probable la responsabilidad del acusado, 

VI .. Los nombres del juez que dicte la determinación 

y del secretario que la autorice" (SG). 

"El auto de formal prisión se notificará inrncdiatarne..!! 

te que se dicte al acusado, si estuviere detenido, y al alcaJ:. 

de del establecimiento de deten~i6n, al que se le dar~ copia 

autorizada de la resoluci6n lo mismo que al preso, si lo sol_! 

citare. 

Este auto, el de sujeción a proceso y el de libertad 

por falta de elementos para procesar, se comunicar~n en la 

misma forma al superior jer~rquico del procesado cuando este 

sea servidor pUblico (a~t1culo 299 del Código de Procedimien­

tos Penales para eJ. Distrito Federal) 11 (57). 

(56) C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
ral, Editorial Porraa, S.A. Trigésima Novena Edición, -
México, año 1988, p§g. 69. 

(57) Idem. p5.g. 69. 
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El articulo 287 del mismo ordenamiento legal. citado, 

señala que "Dentro de las cuarenta y ocho horas, contadas - -

desde que un detenido ha quedado a la disposición de la auto­

ridad judicial encargada de practicar la instrucción, se pro­

ceder& a tomarle su dec1araci6n preparatoria" (58). 

El Código Federal de Proccdi..rnicntos Penales, en el ªE. 

t1culo 161, señala que "Dentro de las setenta y dos horas si­

guientes al momento en el que el inculpado quede a disposi 

ci6n del juez, se dictará el auto de formal prisión cuando de 

lo actuado aparezcan acreditados los siguientes requisitos: 

I. Que se haya tornado declaración preparatoria del i~ 

culpado, en la forma y con los requisitos que est~ 

bl.ece el capftulo anterior, o bien que conste en -

el expediente que aqu~l se reusó a declarar; 

II. Que esté comprobado el cuerpo del delito que tenga 

señalada sanción privativa de libertad; 

III. Que en re1aci6n a la fracción anterior, esté demo~ 

tradQ la presunta responsabilidad del acusado, y 

(SE) Idem. p~g. 67. 
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IV. Que no est~ plenamente comprobada a favor del in-

culpado, alguna circunst~ncia eximente de respon-

sabilidad, o que extinga la acción penal" (59}. 

(59} Código Federal de Procedimientos Penales, Editorial Po­
rrúa, S.A. Trigésima Novena Edición, México, D.F., año 
1988, p!ig. 195. 
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B) EL LIBRAMIENTO DE LA ORDEN D.I; APREHEHSION. 

La orden de aprehensión consiste en el mandato que se 

da para privar de la libertad a un individuo. Para que se d~ 

crete se requiere de requisitos legales; de lo que Rivera Sil 

va, non dice que "La autoridad judicial s61o debe dictar or -

den de aprchensi6n cuando se reúnan los siguientes rcquisi tos: 

I. Que exista una denuncia o una querella; 

II. Que la denuncia o querella se refieran a un delito 

suncionado con una pena corporal; 

III. Que la denuncia o querella est6 apoyada 11 por c1ccl~ 

raci6n bajo protesta de persona digna de fe", o 

por otros datos que hagan probable la responsabil! 

dad del inculpado, y 

IV. Que la pida el Ministerio Público. 

Se necesita, pilra librar orden de aprehensi6n, que el 

hecho esté sancionado con pena corporal, ya que en primer lu­

gar, el artículo 16 constitucional as~ lo determina y, en se­

gundo lugar, s6lo procede la prisi6n preventiva, de acuerdo -

con el articulo 18 de la misma constituci6n política, por el 

delito que merezca pena corporal. Si el delito tiene señala­

do pena no corporal o alternativa, no procede la orden de 

aprehensiOn, en el primer caso, porque no hay pena corporal y 

en el segundo, porque siendo al tcr.natiV<?., s6lo t;;e podría. sa -

ber si el delito merece pena corporal hasta la sentencia. 
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Bl C6digo Federal en reforma del articulo 135 l27 de 

diciembre de 1983) recoge lo preceptuado en el Código del Di~ 

trito Federal, III .- Para que proceda la orden de aprehcnsi6n, 

adern~s de 1.a denuncia o querell.a, se necesita, cuando menos, 

la dec1araci6n de un tercero que la apoye, debiendo provenir 

de una persona digna de fe, formul~ndosc bajo protesta de de­

cir verdad. La simple lectura del articulo 16 constitucional 

demuestra el error de la intcrprctaci6n, porque con la senci-

11a consideración gramatical, se concluye la necesidad de la 

declaración de terceros. La simple denuncia o querel.la, sin 

apoyo en otra prueba' es, como dice la doctrina italian~, sim­

ple enunciación de un delito que por si. sola nada acredita y 

en el caso en estudio es insuficiente para la orden Ce apre -

hensión. 

Bn el articulo 102 de nuestra carta magna con toda -­

presici6n se establece que corresponde al Ministerio Público 

Federal en los delitos de car~cter federal, solicitar las ór­

denes de aprehensi6n contra los inculpados. Igualmente el 

art~culo 132 del Código de Procedimientos Penales para el Di~ 

trito Federal y 195 del Código Federal señalan que para que -

un juez pueda librar una orden de aprehensión, se re4uicrc -­

que lo solicite el Ministerio PO.blico. 

La Ley ilustra sobre este punto cuando manifiesta que 

se puede detener a una persona sin orden de aprehensi6n, en -

los casos de flagrante delito y en los casos urgentes, cuando 
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no hay en el lugar ninguna autoridad judicial. Dentro de la 

flagranci·a se debe involucrar, para los efectos de que el su­

jeto puede ser aprehendido por la policía judicial, o el Ni -

nisterio Público, sin orden judicial, la cuasi flagrancia, 

que toma vida en el momento inmediato posterior a la comisión 

del delito y tarnbi~n la cuasi flagr~ncia registrada por el ªE 

t1culo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, ase~ 

tada en el momento en g~c, cometido el delito, se sc1i.ala a un 

sujeto como rcsponsablo y se encucntru en su poder el objeto 

del mismo, el instrumento con que aprczca o huellas o indicios 

que hagan presumir y fundamente su culpabilidad. Asf pues, -

podemos distinguir tres situdcioncs acerca de la aprehensión 

sin orden judicial y en referencia con la llamada flagrancia: 

1.- La que corresponde a cualquier sujeto; 

2.- r.a que alude al Ministerio Público y u. la Policía 

Judicial del Fuero común; y 

3.- La c¡uc se refiere a la Policia Judicial y al Mi -

nistcrio PQblico de carficter Federal. 

Noc; r:ncontramos que lo primC!ro que hace el juez, una 

vez que so 11a ~jercitado la Dcci6n penal, es dictar el outu -

cabeza del proceso o de radicación o de inicio. Esta resolu­

ci6n surte los siguientes efectos: 

PH.IMERO. Fija la Jur1sd1ccl.6n <lc:l Ju~z, cuH 1...:~LCJ se 

quiere indicar que el juez Licnc facultad, en cu.:into queda 
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dencro del ámbito de sus funciones resolver las cuestiones 

qu~ se le plantean. 'l'icnc obligación, por'-!UC no guedu a su -

capricho resolver sobre dichas cuestiones, debiendo hacerlo -

en los términos que la ley desi0na. Tiene poder en virtud de 

que las resoluciones que dicta en el asunto en que ha pronun­

ciado el auto de radicaci6n, poseen la fuerza que les conceda 

la ley. 

SEGUNDO, Vincula a las partes a un 6rgano jurisdic -

cional. Con esto queremos indicar que a partir del auto de -

radicdc.ión el Hinisterio Público tiene que actuar ante el tr_!. 

bunal que ha radicado el asunto, no siéndolo posible promover 

diligencias ante otro tribunal (respecto de ese mismo asunto). 

Por otra porte, el inculp¿lt]O y el defensor se encuentran suj;:_ 

tos a un juez determinado, «nte el cual debe realizar todas -

las gestiones que (.;Stimcn pertinentes. 

'1,LHCLRO. Sujeta a los terceros a un órgano j urisdi'=­

cional. Fincando un asunto en dcterminudo •rribunal, los ter­

ceros tambiün csUin obligados u concurrir .:i él; y 

CUT.,,RTO. Abre el período de prcpurución ul proceso. 

¿] auto do rndicaci6n schala la iniciación de un periodo con 

tórmino 1nt1ximo <le setenta y dos horas, qu ... - licn~ ¡....or obje:tó -

ol fijilr una b.:isc segura par~ la lniciaci611 de un procuso, 

decir, establecer la ccrtczc:1 t1e } ~ cxistt.:nci.::i de un dclitc y 

de la posible responsabilidad Je un sujeto. Sin esta base no 
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se puede iniciar ningún proceso por ca.reCY-?rse de principios 

s61idos que justifiquen actuaciones posteriores. 

El auto de radicación no tiene señalado en la 1cy ni~ 

gO.n requisito formal y lo que forzosamente debe contener es -

su misma esencia, ubicada en la manifcstaci6n de que queda r~ 

dicado a1gnn asunto. En la prfictica, estos autos contienen -

los elementos que señala Franco Sodi y que son: "Nombre del. -

juez que lo pronuncia, el lugar, el uño, el mes, el dia la ho 

ra en que se dict6 y mandatos rolativos a lo siguiente: I. R~ 

dicaci6n del asunto. II. Intervención del. Ministerio Público. 

III. Orden para que se proceda a tomar al detenido su prepar!! 

tori.a en audiencia pública. IV. Que practique las diligcn 

cias necesarias para establecer si está o no comprobado el 

cuerpo del delito y 1a presunta responsabilidad, y V. uue 

lo general se facilita al detenido su defensa, de acuerdo con 

las fracciones IV y V del articulo 20 constitucional" (60). 

Concluyendo que para librar orden de aprehensión en -

contra de un individuo, adem~s de la denuncia o qucrel1a se -

necesita la delcaraci6n de un tercero, proveniente de persona 

digna de fe y que la rinda bajo protesta de decir verdad, in-

(60) Rivera Silva, Hanuel., "I::l Procedimiento Pena1 1
', Edit. 

Porro.a, S.A. Dócima Quinta Edición, Hf5xico, año 1985, 
pág. 140-149. 
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dependientemente que la solicite el Ministerio Püblico, una -

vez que se reúnan los requisitos del articulo 16 constitucio-

nal, como lo señalan los articulas 132 del C6digo de Procedi­

mientos Penales para el Distrito Federal y el 195 del Código 

Fedcr¡il, en los que se apoya un juez para librar la orden de 

aprehensi6n; a excepción de los casos de flagrante delito y -

de extrema urgencia, cuando no hay en el lugar ninguna autor2:. 

dad judicial que,actú.e en represcntu.ci6n del Ministerio PúblJ:. 

co como lo dispone la Ley Org5nica de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal, Articulo 3o., llpartado B, -

en ejercicio <le la acción penal, fracción IV. "Poner a disp~ 

sici6n de la autoridad judicial sin demora, a las personas 

detenidas, en los t6rminos de las diBposiciones constitucion~ 

les y legales ordinarias;" (61) .. 

(61) Código de Procedimientos Penales del Fuero Comfin y Te -
rritorios Federales, Editorial Porr6a, S.A. Trig6sirna -
Novena Edición, M~xico, año 1988, p5g. 553. 
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C) LA EJECUCION DE LA ORDEN DE APREHENSION-

Desde el momento en que el Organo JurisdiccionuJ li -

bra orden de aprehensi6n con estricto apego a derecho, es de-

cir con los requisitos legales que se deben reunir para tales 

fines turnt'.i.ndosele dicho mandato al órgano investigador, -

quien este a la vez delega funciones para ~u debido cumpli 

miento a la polic!a judicial que se encuentra bajo sus 6rde -

nes y la que materialmente se encarga de las pesquisas de los 

delincuentes. 

Librada la orden de aprehensión y turnada al l1iniste-

rio Público y, este la cumple por mandato constitucional, con 

fundamento en el art!culo 21 púrrafo segundo, que tcxtualmcn-

te dice "La persccuciún de los delitos incumbe al Ministerio 

Público y a la Polic1a Judicial, la cual estara bajo la auto-

ridad y mando inmediato de aqut!l" •.. (62). Mismus funciones 

que se especifican en J.a Ley Org~nica de la Procuraduría Gen~ 

raJ. de Justicia del Distrito Federal, Cap!tulo I, Art!culo Jo. 

Apartado B, Fracciones I y IV, Apartado C, fracci6n I, que a 

la letra di¡;;~11: 

{62) constituci6n PoJ.1tica de los Estados Unidos Mexicanos, 
Editorial Trillas, S.A. de c.v. Sexta Edici6n, M~xico, 
año 1988,. pS.g. 25. 
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Apartado B. Ejercicio de la Acción Penal. 

I. Ejercitar la acci6n penal ante los tribunales com-

petentes por los delitos del orden coman, solici -

tanda las órdenes de aprehensión de los presuntos 

responsables cuando se reanen los requisitos del -

arti.culo 16 de la Constituci6n Pol.1ticü de los Es-

tados Unidos Mexicanos, o bien de comparecencia 

cuandq asi proceda; 

IV. Poner a disposici6n de la autoridad competente sin 

demora, a las personas detenidas en caso deflugra_!; 

te delito o de urgcnci.:i, en los tGrminos a que al~ 

den las disposiciones constitucionales y legales -

ordinarias. 

Apartado C. Intervención como parte en el proceso. 

I. Remitir al Organo Jurisdiccional que lo haya soli-

citado a las personas aprehendidas en cumplimiento 

de una orden dictada por éste, en los t6rrainos se-

ñalados por el art1.cul.o 107, fracci6n XVIII, pSrrE_ 

fo tercero de la Constitución Política de los Est~ 

do~ Unjdos Mexicanos: •.. {63). 

{63) C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fede­
r·al y territorios Federales, Editorial Porraa, S.A. Tr_!. 
gésirna Novena Edici6n, t:i6xico, año 1988, p&gs. 552 y --
554. 
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Cuando el individuo, es privado de su libertad el Mi-

nisterio Público o en su caso la Polic!a Judicial, cumplieran 

con lo ordenado en los articules 134 del Código de Procedi -­

mientas Penales del. Fuero comCm y 197 del Código Fcrleral, que 

a la letra dice: 11 Siempre que se lleve a cabo una aprehensión 

en virtud de orden judicial, quien la ubiere ejecutado deber~ 

poner al aprehendido, sin ... demora al.guna, a disposición del 

tribunal respecti "\O, informando a éste acerca de la fecha, h~ 

ra y lugar en que se efectúa, y dando a conocer al apr.chendi-

do el derecho que tiene para designar defensor'' (64). 

Ex-isten algunas inquietudes en relación a que! autori-

dad y en que momento debe entregar.se al detenido, por lo que 

Zamora-Pierce, nos indica al respecto que: "Relacionando el -

articulo 16 con el. 107, fracci6n XVIII, pfi.rrafo Tercero de la 

Constituci6n General de la República Mexicana, llegando a 6s-

tas conclusiones: 

a) Bl sujeto aprehendido por orden judicial deber~, -

ser puesto a disposición de su juez, dentro de las 

VEINTICUATRO HORAS SIGUIENTES (articulo 16 y 107 -

fracci6n XVIII constitucional) de su aprehensión. 

(64) C6digo de Procedim1entos Penales para el D.F., y Terri­
torios Federales, Editorial Porrüa, S.A. 39a. Edición, 
México, año 1988, p:3.gs. 36 y 206. 
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b) El sujeto aprehendido en flagrante delito, deberá 

ser puesto sin demora a disposición de la autori -

dad inmediata (articulo 16 constitucional). 

c) El sujeto detenido por la autoridad administrativa 

deberá ser puesto irunediatamente a disposición de 

la autoridc:id judicial (urt1culo 16 constitucionalº 

(65). 

El Código Procesal Penal, omite el término constitu -

cional de que en el lapso de veinticuatro horas siguientes u 

la aprehensión del individuo deberá ser puesto a disposición 

de su juez. En la práctica procesal los agentes judiciales o 

Ministerio Público al cumplir su misi.6n, violan dicho término 

constitucior.al; porq~e prirncram?nte el detenido es trasladado 

a la guardia de agentes y, posteriormente sin especificar en 

qu~ tiempo lo ponen a disposicl6n Oc su juez. Concluimos que, 

es infundada la detcnci6n por largo tiempo de dicho inculpado 

ya sea, en la guardia de agentes o en las Agencias Investiga-

doras del Ministerio Público. 

Ahora bien, "La disposici6n legal qne señala o-1 dc=c-

cho del detenido de nombrar defensor desde el momento de ser 

aprehendido, pierde su esencia y valor, porque toda diligcn -

(65) Zamora-Pierce, Jesús, "Garant!as y Proceso Pcn.:i.l" (art.:Z. 
culo 20 constitucional), Editorial Porrúa, S.A. Hlf:xico-; 
año 1984, p~g. 20. 
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cia practicada por el Ministerio Público una vez ejercitada -

la acción penal por el órgano jurisdiccional, carece de valor, 

ya que no tiene el cür~cter de autoridad, por haberse convcr-

tido en parte procesal; como se enuncia en resoluciones de 

los tribunales: "Las nuevas diligencias practicadas por el 

agente del ministerio pCiblico, una vez ejercitada la acci6n -

penal ante el 6rgano jurisdiccional, carecen de valor en ra -

z6n a que 6ste ya no tiene el carácter de autoridad, por ha -

bersc constituido en p.:irtc procesu.l y, por tanto, no cst:i ca-

pacitado para efectuar nuP.vas actuaciones por sf mismo en l~ 

averiguación, ya que s6lo puede practicarlas el juez de la 

causa" (Semanario Judicial de la Federación, t. 90, p. 114 .. 

Tribunal Colegiado del Primer Circuito, Sexta Parte.. S~ptima 

Epoca. Cfr. Volumen 89, p. 31. Tribunal Colegiado del D~cimo 

Circuito. Sexta parte. Séptima Epoca) (66). 

(66) Zarno'ra-Pierce, Jesús, "Garantías y Proceso Penal", 
Art1cu1o 20 constituciona1, Editorial Porr6a, S.A .. 
M~xico, año 1984, p~g. 20. 
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D) LOS GOLPES AL INCULPADO. 

Existen golpes sin causar lesiones externas, incrus -

t5ndolas con cierta t~cnica en puntos claves del cuerpo del -

inculpado, al grado de que no queden huellas externas sin que 

se observen a simple vista. 

Zamora-Pierce, Jesús nos dice algunas imposibilidades 

que existen para 'que el inculpado no pueda comprobar durante 

el proceso, los golpes ocasionados .:i.1 individuo, resultado- -

de las violencias físicas ocasionadas por los agentes polici~ 

ces, y que al respecto nos dice: "Quedan pues, vedadas tanto 

las violencias f1sicas como Jas morales. Estas últimas, por 

su naturaleza misma, no dejan rastro que puedan ser, poste -­

riormente, objeto de pruebas. 

Por lo que hace a las violencias físicas, serfa infaE 

til suponer que la victima, como en la edad media, ostentara 

un hueso roto o tcndr~ unas carnes desgarradas, como prueba -

de 1a ordalfa por lo que ha atravesado. La tortura, al igual 

que la industria, se ha tecnificado en nuestro siglo, y se v.e 

le de los recursos que han puesto a su disposición la Psico -

logia, la Qu!mica, la Electricidad, etc. ¿Cu~lcs son, pues -

esas violencias, de que dicen victimas numcro::oo.s procesados? 

Oigamos a un abogado defensor: "Bueno serfa saber como prete.!! 

de un juez, demuestre un individuo que se le hizo creer que -

su mujer o su hija eran violadas en la habitación contigua, o 
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que fue golpeado en el cst6mago y amordazado le hecharon 

agua gaseosa por las fosas nasales, si además_ la averiguación 

se acompaña {al ser consignado ante un juez) de certificados 

médicos de no presentar huellas de lesiones, expedidos desde 

luego por m~dicos de la misma institución (que pr~ctic6 los -

interrogatorios) 1 o que estuvo tres di~s o m~s encerrado en -

una habitación obscura sin que se le permitieru sentarse, pr~ 

bar alimentos y hacer sus necesidades, si despu6s de "confe -

sar" se le ¡;..crmite descanzar, comer y asearse, y en el caso 

de una mujer, c6mo se supone pueda demostrar que le aplicaron 

toques eléctricos en los senos y en sus órganos genitales, si 

todos estos procedimientos no dcj un hucll.:i f:ísica. .:ilguna. 

En estas condiciones, el primer mandamiento del buen 

interrogador debe, sin duda, decir: "A'l'ORHEHTA, PERO NO DEJES 

HUELLAS" (67). 

La posibilidad de cometer violencias físicas y mora -

les, son durante las primeras diligencias judiciales, ya que 

a pesar de que existe fundamento legal, que tanto el .Ministe-

rio P6blico, como la Policia Judicial, tienen la obligación -

de "abstenerse de maltratar e impedil:." todo maltratamiento a -

los !:Jretiuntoti re::>!Jünf::>éible::> (arLf.culu 19 corn::>titucional); "No 

(67) Zaraora-Pierce, Jesús, "Garant1as y Proceso Penal" -
(art. 20 constitucional}, Editorial Porrúa, S.A., Prime 
ra Edición, México, afio 1984, p~gs. 65 y 66. 



obligar al indiciado a declarar en su contra" (.:trt!culo 20 

frac. II, constitucional). 

Los golpes que le ocasionan al inculpado, resultan 

inUtiles, si se ocasionan con el fin de aclarar los hechos d~ 

lictivos, porque " ... L.::i tortura no cumple la fin.::ilidad a la 

que est~ dcstin.::ida ... Es una invención segura para perder 

un inocente de complexión débil y delicada y salvi.lr .:i. un cul-

pablc que r.aci6 robusto. Los que pueden soportar ese supli -

cío y los que no tienen bastantes fuerzas para sufrirlos mie_!! 

ten igualmente. El tormento que se hace sufrir en l.;o1 tortura 

es segura, pero el crimen del hombre que lo sufre no lo es; -

ese desdichado al que aplicais tortura se preocupa mucho me -

nos de declarar lo que sea que de librarse de lo que sj_cnte" 

(67). 

Ahora bien, de acuerdo al fundamento legal que existe 

en materia procesal penal, siempre gue el inculpado compruebe 

las violencias f!sicas y morales que le propinaron la Policía 

Judicial o el Ministerio Público al ser interrogado o al int~ 

grar la averiguación previa, ser~n reprimidos por las autori-

dades y corregidos por las leyes. Como el indiciado, se en -

cuentra muy lejos de comprobar tales atropellos con la tecni-

(67) Carrill.o Prieto, Ignacio, "Apuntes Sobre la Tortura", 
Instituto Nal. de Ciencias Penales, Arcana lmperri, Mé 
xico., año 1987, p~g. 65. -
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ficaci6n que existe para la tortura, los causantes de tales -

violencias, jam~s recibir~n su castigo como debe ser, convir-

tiéndase los Agentes del Ministerio Público en misterios de -

las Agencias Investigadoras y los Agentes de la Polic1a Judi-

cial en verdugos de la sociedad, que por desgracia cst~n de--

signados por mandato constitucional para representar los int~ 

reses de la sociedad. 

Por lesi6n se entiende "Toda alteración 6rgano-funciE_ 

nal consecutiva a factores externos e internos", en medicina 

legal se considera como lesión la señalutla en el artículo 288 

del C6digo Penal vigente en el Distrito Federal y 'l.'erritorios 

Federales: "Bajo el. nombre du 1.esi6n, se comprenden no sula -

mente las heridas, escoriaciones, contusiones, fracturas, di~ 

locaciones, quemaduras, sino toda alteración de la salud y 

cualquier otro daño que deje huella material en el cuerpo hu-

mano, si esos efectos son producidos por Un<l causa e:..:.terna" -

(69). 

Arilla Bas, Fernando, dice que "El cuerpo del delito 

de lesiones que puedan percibirse por el sentido de la vista, 

se comprobar5 por la inspección ocular de lct::> misrr,o.:: que co --

rresponden practicar al Ministerio Públicc en las diligencias 

l69) Hartinez Murillo, Salvador, ".Sedicina Legal.", Editorial 
Francisco Ml'.!ndcz Qt:eo, Editor y Distribnidor, Duodécima 
~diciOn, México, D.F., afio 1981, p~g. 138. 
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de Averiguación Previa o al juez, en su caso, en el curso de 

la instrucción. La inspección debe recaer tanto sobre los e~ 

racteres semiol6gicos de las lesiones como sobre su local.iz2.­

ciOn topográfica en el cuerpo del lesionado. La clasifica -­

ci6n de las lesiones se llevan a cabo pericialmente. No se -

olvide, al respecto, que en todo proceso por lesiones deben -

obrar dos certificados m€dicos: el llamudo "Probable" gue se 

expide por lo gei:eral al ser reconocido el ofendido en las clj. 

ligencias de averiguación previa y el de sanidad, o definiti­

vo, que se rinde durante la instrucci6n y que sirve a las pa.E_ 

tes paru. fundar ::;us conclusiones y u.] juez para dictar la sen 

tencia. 

En el caso de lesiones internas, envenenamiento u - -

otra enfermedad proveniente de delito, se tendrá por comprob~ 

do el cuerpo de éste con la inspección y descripción, hechos 

por el Ministerio P"Clblico o el juez, de las manifestaciones -

exteriores que 1.ircscntare la victima y con el dictamen m6dico 

en que se expresaréin los s1ntomas que tenga, si existen esas 

lesiones y si han sido producidas por causa externa. 

Fin.:i.ltt.cntc, d~be t0nr:orse en cuenta que, por mandato -

de los artículos 142 del Código de Procedimientos Penalc5 pa­

ra el Distrito Federal y 212 del Código Federal de Procedi- -

mientas Pcl"\ales, las consecue11cias visibles producidas por 

las lesiones, deben acreditarse por medio de la inspeccion 

ocular. La Jurisprudencia hu resuelto que tratándose de l.:is 
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lesiones a que se refiere al art!culo 290 del Código Penal, -

es decir, aquellas que dejan en la cara cicatriz pcrpetuamen-

te notable, la perpetuidad ha de acreditarse por medio de diE 

tarnen m~dico y la notabilidad mediante inspecci6n judicial en 

que se d6 fe de qu~ dicha cicatriz, consecutiva a la lesi6n, 

es notable a la simple vista, o sea a una distancia no mayor 

de tras metros" (70). 

Se considera dificil y casi nulo en que el Ministerio 

P6blico se empeñe en comprobar el delito de lesiones internas 

y, sobre todo cuando se encuentra involucrado que por conduc-

to de la Polic!a Judicial a su disposici6n se han ocasionado, 

ya que la debida comprobaci6n de las lesiones se requiere de 

la inspecci6n y Oescrlpci6n, hechas por el propio Ministerio 

POblico o el juez en su caso; si se diera ta1 comprobación de 

lesiones internas, y por supuesto a consecuencias de las tor-

turas ocasionadas al indiciado las consignaciones presentadas 

ante el 6rgano jurisdiccional no surtir~ efecto alguno y la -

funci6n del Ministerio Pt:iblico quedaría entre dichos en cuan­

to a su labor, de ah! el afSn de obtener la verdad a toda CO..:;! 

ta por medio de los golpes y torturas al inculpado en el mo -

mento de su aprehensi6n o detención. 

(70) Arilla Bas, Fernando, "El Procedimiento Penal en Mé:xico 11 

Editorial Kratos, S.A. de c.v., Décima Edici6n, Mé:xico, 
Distrito Federal, año 1986, págs. 80 y 81. 
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E) COMENTARIOS PERSONALES. 

Las primeras diligencias jurisdiccionales tienen co -

mo finalidad principal la de averiguar los· elementos que con.§_ 

tituyen el delito, en la que intervienen las partes y el 1-~i -

nisterio PGblico para que el Organo Jurisdiccional esté en p~ 

sibilidad de determinar la rcsoluci6n definitj.va condenando o 

absolviendo, segGn el caso al individuo. 

El proceso se inicia con el auto de formal prisi6n o 

sujeci6n a proceso en el que el juez o Tribunal decreta la s! 

tuaci6n jur1dica, facultando al juez para dictar sentencia m~ 

nifest§ndose con el cierre de instrucción. 

sin el auto de formal prisi6n, no se puede iniciar 

proceso alguno, ya que no est5 determinada la situaci6n jur1-

dica del inculpado. 

Existen preceptos constitucionales bien definidos y -

conocidos por las autoridades jud.iciales, y con conocimiento 

de causa omiten garant1as constitucional.es, maltratando al 

presunto responsable al momento de ser aprehendido, en las 

primeras declaraciones o en todo caso en las prisiones, gue 

en la actualidad no se ha podido erradicar los tormentos a 

que someten al inculpado. 

Para librar orden de aprehensi6n, debe existir denun-
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cia, acusaci6n o querella y, ~dem~s, declaración de un terce­

ro, que provenga de persona digna de fe, rindi~ndola bajo pr~ 

testa de decir verdad, y sobre todo que l~ solicite el Minis­

terio Público; es decir, una vez reunidos los requisitos del 

articulo 16 constitucional, a excepci6n del flagrante delito, 

que en este caso se procede irunediatamentc ü la dctenci6n del 

reo, que puede ser incluso cualquier persona. 

La orden de aprehensión se ejecuta por conducto del -

Ministerio Público, quien ~ste ~ su vez delega funciones 

la Polic1a Judicial, quienes se encargan do realizar el acto 

material de privar de la libertad al presunto responsable. 

as 



CAPITULO CUARTO 

IV. DE LA LEGALIDAD E ILEGALIDAD EN RELACION A ESTE ESTUDIO 

A) LA PUESTA DISPOSICION DEL INCULPADO ANTE EL 
MINISTERIO PUBLICO. 

La puesta disposici6n del inculpado ante el Ministe--

rio Público se realiza cuando aquél es privado de su libertad 

por mandato judicial hecho por escrito, fundado y motivado d~ 

rivado de una denuncia, acusación o querella solicitada por -

el Ministerio Público o bien cuando se da el caso del flagra~ 

te delito, que cualquier persona puede poner al presunto res-

pensable a disposición del Organo Investigador. 

Puesto a disposici6n el inculpado ante el Ministerio 

Público, éste lo consignará ante el juez correspondiente para 

que determine lo conveniente dictarle auto de formal prisión 

o dejarlo en libertad según el caso. 

El Código Federal de Procedimientos Penales, nos dice 

en el artículo 135, que: .. Al recibi:::- el Ministerio Público d.J:. 

ligencias de Policía Judicial, si hubiere detenidos y la de--

tenci6n .ruerc just.ificadu, h.:ir~ imncdiatamente la consigna- -

ción a los Tribunales. Si fuere injustificada, ordenará que 
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los detenidos queden en libertad" (71). 

El artículo 134 y 197 del C6digo de Procedimientos P~ 

nales para el Distrito Federal y Territorios Federales, fund~ 

mentan que: "Siempre que se lleve a cabo una aprehensi6n en -

virtud de orden judicial, quien la hubiere ejecutado debcra -

poner al aprehendido, sin demora alguna, a disposici6n del 

Tribunal respectivo, infOrmando « éste acerca de la fecha, h~ 

ra y lugar en que se cfectu6, y dando a conocer al aprehendí-

do el derecho para designar defensor" (72). 

"La divisi6n de investigaciones para la prevención de 

la delincuencia {Servicio Secreto, o cualquier organismo pol! 

ciaco, al concluir sus averiguaciones (?), cuando turnan al -

Ministerio Público al detenido, juntan~ntc con la documenta- -

ci6n en donde contienen las declaraciones; el presunto co~ 

fesante puede no rntificarlas ante dicho funcionario, y a la 

vez, denunciar a sus verdugos. En efecto, esto es factible,-

sin embargo, no es frecuente; mas bien, es ante el juez cuan-

do hace notar que fue atormentado, y niega todo lo que en un 

(71) Código Federal de Procedimientos Penales, Editorial Po­
rrGa, S.A., 39a. Edición, México, año 1988, pág .. 185. 

(72) C6digo de Procedimientos Penales pnra el Distrito Fede­
ral y Territorios Federales, Editorial Porrúa, S.A., 
39a. Edición, México, año 1988, págs. 36 y 206. 
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principio, se dice manifest6" (73). 

En relación a la denuncia que hace rncnci6n este auto4 

no es posible acusar ante su juez el inculpado a sus verdugos 

torturadores, porque es de manifestarse que el lema del buen 

torturador es "ATORMENTA PERO SIN DEJAR HUELLAS", más aún, 

se da el lujo de agregar las violencias morales que no dejan 

cicatríz ni huel~a alguna, por lo que no se encuentra en pos! 

bilidad de comprobar su denuncia o acusaci6n. 

La Constituci6n General de la República, trata de fr~ 

nar y evitar esta violación de las garantías individuales he-

cha por la autoridad investigadora, al fundamentar en su ar--

tículo 107 fracción XVIII, párrafo tercero, que: "Será consis_ 

nado a la autoridad o agente de ella, el que, realizada una -

aprehensi6n, no pusiere al detenido a disposici6n de su juez, 

dentro de las veinticuatro horas siguientes". 

El Agente del Ministerio .Público, en la práctica de -

sus investigaciones actúa a su libre albedrío, respecto al 

término constitucional de veinticuatro horas siguientes de la 

detenci6n, quien debe poner a disposición de su juez al incu~ 

(73) Colín Sánchez, Guil.lerrno, 11 Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A., Octava Edi- -
ci6n, México, año 1984, pág. 345. 
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pado; en la mayoría de las veces ni siquiera en setenta y dos 

horas es turnado, con el pretexto de que se están investiga.rilo 

los elementos del delito en estudio para consignar, aún ya 

privado de la libertad el inculpadoª 

89 



B) LA CONFESION DEL INCULPADO MAL'l'RATADO. 

"A lo largo de la historia. del derecho procesal se ha 

considerado al rnadio de l.a CONFESION COMO LA REINA DE LAS 

PRUEBAS. A tal grado se sostuvo la eficacia atribuida a esta 

expresión de probar que, en el antiguo procedimiento inquisi-

torio operante en la materia penal, se llcg6 a justificar y -

autorizar su ext~acci6n por medio de la violencia física, es 

decir, a través del tormento. 

La palabra confesi6n proviene del Latín Confessio que 

significa declarac i6n que hace una persona de lo· que sabe "e.§_ 

pontáneamentc" o preguntado por otra" {74). 

"Cual.quier coacci6n que se emplease con el incul.pado 

sería contraria al principio de libertad en la expresión de -

la defensa y viciaría su dicho. De este modo debe proscribi~ 

se el apremio o la amenaza empleadas para conturbar su ánimo 

y provocar su confesi6n" (75). 

(74) Diaz de Le6n, Marcos Antonio, "Tratado Sobre las Prue -
bas Penal.es", Editorial Porrúa, S.A. la. Edici6n, Méxi­
co, D.F. año 1982, p5g. 143. 

(75) Gonzál.ez Bustamante, Juan .José, "Principio de Derecho -
Procesal. Penal Mexicano", Edit. Porrúa, S.A. Sa. Edi- -
ci6n, México, año 1971, pág. 152. 
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Tanto la doctrina como legislación procesal, argumcn-

tan sobre la coacci6n que existe en re1aci6n a la confesi6n, 

la teoría general de la prueba se encuentra muy penetrada~ 

tal es el caso que Rivera Silva, nos dice que: "El fuerte vi_ 

gor que adquiere la teoría general de la prueba, el cual en--

gendra el tormento. En efecto, en tanto que el valor probat2 

río está riguros.:imcntc ta sudor se busca sin dosmayo una prue-

ba plena (por ejemplo, la confesión), utilizándose para ello 

el tormento'' (76). 

11 En materia pena1·1a confesi6n no tiene efectos sino-

es acompañada de otros elementos que la comolementen y, desUc 

luego, no puede ser obtenida por vio:Lencia, ya que en el pro-

ceso penal moderno, el acusado no puede ser obligado a dccla-

r.ar en su contra" (77}. 

No tiene ningón efecto legal la conf esi6n del inculp~ 

do maltratado, cuando se obtiene por medio de la tortura, POE 

que: "No vale l.a confesi6n dictada durante 1-a tortura si no 

se confirma con juramento después de haber cesado ésta; pero 

si el reo no con(irma con juramento después de haber cesado -

6sta; ... 

(76) Rivera Sil.va, Manuel, "El Procedimiento Penal", Edit. -
Porrúa, S.A., Décima Quinta Edici6n, Mexico, año 1985,­
pág, 185. 

(77) Zruoora-Pierce, Jesús, "Garantías y Proceso Penal." / El ar 
t.ÍC\.llo 20 constitucional, Editorial Porreia, S.A. Primera­
Edici6n, México, año 1984, páqs. 21, 55-58. 
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Lo que ocurre es que "Se da la tortura para descubrir 

si el reo lo es de otros delitos fuera de aquéllos sobre 

el que le acusa, cuyo hecho equivale a este raciocinio: 

TG eres reo de un delito, luego es posible que lo se~s de 

otro ciento. Esta duda me oprime, y quiero salir de el lu con 

mi criterio de la verdad; las leyes te atormentan porque eres 

reo, porque puedes ser reo, porque yo quiero que tú seas reo ... 

finalmente, la tqrtura se da a un acusado para descubrir 1-os 

c6mplices de su delito; pero si está demostrado que ésta no -

es un medio oportuno para descubrir la verdad, ¿c6mo podrí~ -

servir para averiguar los c6mpli.ces, que es una de las verdü-

des de cuyo descubrimiento se trata? como si el hombre que se 

acusa a sí mismo no acusase más facilmcntc CT los otros. ¿Es 

acaso justo atormentar a los hombres por el delito de otros?-

¿No se descubrirán los cómplices del examen del reo, de las -

pruebas y cuerpo del delito, del examen do los testigos y, en 

suma, de aquellos mismos medios que deben servir para certifi 

·car el delito en el acusado? Los cómplices por lo común, hu-

yen inmediatamente después de la prisión del compañero, la i~ 

certidumbre de su suerte los condena por si sola al destierro 

y libra a la nación del peligro de nuevas ofensas, mientras -

tanto la pena del reo, que está en vigor, obtiene el fin que 

procura esto es, separar con el terror a los otros hombres de 

semejante delito" (78). 

{78) Carrillo Prieto, Ignacio, "Apuntes Sobre la Tortura", -
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Imperii, 
M6xico, año 1987, p~gs. 64 y 75. 
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Concluímos que la confesi6n obtenida por medio de la 

tortura, no surte los efectos legales o el fin que se persi-­

gue, por lo que en consucucncia es inútil la aplicación de 

todo tormento; raz6n suficiente para prohibir la tortura o la 

confesión forzada, por nuestra constitución política en coor­

dinaci6n con las leyes procesales. 

Zamora-Piercc, JCsús, nos dice que: "Durante l. argos -

siglos, el derecho procesal penal aceptó como verdad indiscu­

tibl.e el apotegma "La confesión es 1.a reina de las pruebas". -

Así se expresaba la valoración de esta probanza como plena. -

Si el acusador producía la coníesi6n del reo, se veía rel.eva­

do por completo de la carga probatoria. 

Los fiscales encontraron que la forma más eficaz y e~ 

pedita para obtener la confesión tlel acusado consistía en so­

meterl.o a tortura y, llevados sin duda por su amor al princi­

pio de economía procesal, desarrollaron métodos siempre más 

eficaces de tortura. La más re.finada ferocidad venía a ser -

un ordo procedendi cuyas fases se estudiaban con solemne gra­

vedad: ºDespués de extendido, los verdugos queman a fuego l.e!! 

to la piel de las demás partes del cuerpo del sometido a in-­

quisición; o torturan las extremidades de ~us dedos, clavánd~ 

les pequeñas cuñas con pez entre las uñas y l~ carne, y ha­

ciendo luego que ardan las cuñas clavadas o hechos un toro o 

un asno de metal y recalentado poco a poco al fuego, ponen en 
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él al delincuente e intensifican más y más el calor hasta que 

los dolores 11.egan al. limite de lo inconcebible". 

La tortura, según la definici6n que de ella deban los 

doctores en su sentido jurídico, no era una pena, es decir 

una sanci6n aflictiva aplicada a quien ya se hubiese reconoc~ 

do reo de un delito, sino una quae.stio procesal, un modo de e~ 

clarecer la vcrd~d, a fin de decidir ante todo si el imputado 

era culpable o inocente; guaestio est veritatis indigatio pcr 

tormcntum { 'J_,a cuestión es la investigación. de 1 n verdad por 

medio de la tortura llegaba al juez a convencerse de que la -

acusación eru infund.::i.d.:i que Uunbién esto podio. ocurrir, aun-­

que raras veces'} el inocente devuelto en parihuelas a su 

Ja, con los brazos y piernas maltrechos, podrá consolarse pe~ 

sando que aquello no había sido jurídicamente una pena, sino 

una simple "Quacstio llevada u feliz término". Cesar Becca-­

ria, en su obra "De los delitos y de las pen¡;i,s", escrita a fl: 

na les del siglo XVIII, afirmaba que: "J\. un hombre no se le 

puede llamar reo antes de lu sentencia del juez, ni la socie­

dad puede negarle su protección pública, sino cuando se hayu­

decidido que ha violado los pactos con que se le otorgó •.. 

¿cuál es, pues, el derecho, si no es el de la fuerza, que dé 

potestad a un juez para aplicar un.::. pC'n<'1 a ciudadano mien-

tras se duda todavía si es reo o es inocente?. No es nuevo -

este dilema: o el delito es cierto o es incierto: Si es cier­

to no le conviene otra pena que la cstnblecida por las leyes, 
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y son inútiles los tormentos porque es inGtil la conf esi6n 

del reo; si es incierto, no se debe atormentar a un inocente, 

ya que tal es, según las leyes, un hombre cuyos delitos no e~ 

tán probados ... " 

11 Es querer confundir todas las relaciones, ex.ig ir que 

un hombre sea al mismo tiempo acusador y acusado; que el do-­

lor pase a ser el crisol de la verdad, cual si el criterio de 

ella residiera en los músculos y en los nervios de un desdi-­

chado ..• " 

"La respuesta del reo es tan inevitablG y necesaria -

corno las impresiones del fuego o del agua. Entonces el ino-­

centc sensible se proclaP.lar.1 reo, si cree que con ello hará -

cesar el tormento ... Toda diferencia entre culpables e ino-­

centes desaparece por el medio mismo que se pretende empleado 

para descubrirla. Este es el medio seguro para absolver u 

los criminales robustos y condenar a los inocentes débiles .•. " 

El resultado, pues, de la tortura es cuestión de tem­

peramento y de cálculo, que varía en cada hombre a proporci6n 

de su robustez y sensibilidad; tanto, que con este método un 

matemático resolvería mejor que un juez este problema: dada -

la fuerza de los músculos y de la sensibilidad de los nervios 

de un inocente, determinar el grado de dolor que lo haga con­

fesarse reo de un determinado delito ... 
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Una extraña consecuencia, que necesariamente se sigue 

del uso de la tortura, es que al inocente se le pone en peor 

condición que al reo; pues si a ambos se les aplica el torme~ 

to, el primero lleva las de perder; ya que, o confiesa el de­

lito y se le condena, o se le declara inocente, y ha sufrido 

una pena indebida. En cambio, el reo tiene una probabilidad 

en su favor, toda vez que si resiste con firmeza a la tortura, 

se le debe absolver como inocente con lo cual ha cambiado una 

pena mayor que perder, y el cul.pable puede ganar ..• 

Si la confesi6n del inculpado ante el Ninistcric Pú-­

blico es obtenida después de que el representante social ha -

ejercitado la acción penal, para que tal prueba esté en posi­

bilidad de adquirir alguna fuer?a legal, tiene que ser ratif_i.. 

cada ante el juez de la causa; pero si en vez de ello, el in­

culpado la niega, no es posible tomarla en cuenta en su con-­

tra. Ahora bien, si las pruebas que obtiene el representante 

social cuando ha dejado de actuar como autoridad carecen de -

valor, las que aún obtenidas en esta etapa son ofrecidas den­

tro de la causa y son admitidas y desahogadas con conocimien­

to del inculpado, sí tiene valor que les concede la ley {Scm~ 

nario Judicial de la Federación, t. 88, 25. Sequnda Parte. -­

Séptima Epoca) . 

El tormen~o es prohibido por todos los textos consti­

tucionales de ese periodo. Semejante prohibición se encuen--
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tra inexplicablemente ausente en la Constituci6n de 1057 y 

Ecaparece en la de 1917 (79), y hasta que al fin, e1 día 27 

de mayo de 1986 se public6 en el Diario Oficial de la Federa-

ci6n LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA, que 

a la 1ctra dice: 

ºArtículo lo. Comete el delito de la tortura, cual.- -

quier servidor pGblico dC.. J..a Federaci6n o del Distrito Fede--

ral que, por sí o valiéndose de tercero y en el ejercicio de 

sus funciones, inflija intencionalmente q una persona dolores 

o ~ufrimientos graves o la coacci6n física o morulm>:::nte, con 

el fin de obtener de ella o de un tercero información o una -

confesi6n, de inducirla a un comportamiento determinado o de 

castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche que ha 

cometido". 

"Artículo 2o. Al que cometa el delito de tortura se 

le sancionará con pentl privntiva de libertad de dos a diez 

años, doscientos a quinientos días multa, privación de su caE 

go e inhabilitación para el desempeño de cualquier cargo, em-

pleo o comisión hasta por dos tantos del tiempo de duración -

de la pena privativu de libertad impuesta. 

(79) Zamora-Picrce, Jesús, "Garantías y Proceso Penal", El -
artículo 20 Constitucional, Editorial Porrúa, S.A., Pri 
mera Edición, M~xico, año 1984, p~gs. 55-58. -
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Si además de tortura, resulta delito diverso, se est~ 

rá a las reglas del concurso de delitos". 

"Artículo 3o. No justifica Ja tortura que se invoque 

o existan circunstancias excepcionales, como inestabilidad p~ 

lítica interna, urgencia en las investigaciones o cualquier -

otra emergencia. 

"Artículo 4o. En el momento que 1.o solicite cualquier 

detenido o reo, deberá ser reconocido por perito médico legi~ 

ta o por un facultativo médico de su elección. El que haga -

el reconocimiento queda oblig<:1.do a expedir, de inmediato el -

certificado del mismo". 

Artículo So. Ninguna declaración que haya sido obtenl 

da mediante tortura, podrá invocarse como prueba". 

11 Artículo 60. Cualquier autoridad gue conozca de un -

hecho de tortura, está obligadn ª·denunciarla de inmediato". 

"Artículo 7o. En todo lo no previsto en esta Ley serán 

aplicables las disposiciones del C6digo Penal para el Distri­

to Federal en materia del Fuero Común y pñra toda la RepGbli­

ca en materia del Fuero Federal; el C6digo Federal de Procedi 
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mientos penales para el Distrito Federal" (80). 

"La confesi6n, es una manifestación que hace el incu!_ 

pado sobre la participación activa que hubiera tenido en l.os 

hechos delictivos; dicha manifestaci6n debe ser libre, es de-

cir, con la voluntad del acusado, si bien UGUclla puede remi-

tir de una expresión expontánca o provocada (sin coacción).-

La confesión es expont&nea cuando el acusado, por propia dec~ 

si6n, expone ante el juez penal, bien ante el ?~inisterio Pú--

blico en la Averiguación Previa, su participaci6n en el deli-

to aceptando la imputación; es provocada, aquellos casos en -

que se adquiere por virtud del interrogatorioº (81). 

Para que la prueba confesional, tenga valor pleno de-

ben cubrirse ciertos requisitos legales; de los que Arilla 

Bas, nos indica que "La valoración de la confesión, por lo 

que respecta a su contenido, se rige por las siguientes re- -

glas: 

a) Ha de estar comprobado el cuerpo del delito, en 

aquellos casos en que la comprobación de éste se -

(BOJ De la Barreda Sol6rzano Luis, "La tortura en Mt!xico, 
Editorial. PorrGa, S.A. Primera Edición, México, D.F., -
año 1989, p~gs. 75-76. 

(81) Díaz de León, Marco Antonio, "Tratado sobre las pruebas 
Penal.es", Editorial Porrúa, S.A., Primera Edición, Méxi 
co, año 1982, ptígs. 145 y 150. -
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ha logrado por pruebas diferentes de la responsabi 

lidad. La comprobación del cuerpo del delito por 

un medio diferente al de la confesión, elimina por 

su puesto, la hipótesis de la simulaci6n del deli­

to y, por ende, da muyor credibilidad a la confe-­

si6n~ 

b) La confesión ha de ser afirmativa y c.:i.tcg6rica, es 

decir,, afirmativa absoluta, sin condición o disyu!!. 

tiva alguna. Cuanto más dubitativa o hipotética -

sea la confesión, tanto menor credibilidad merece­

rá el juez; 

e) La confesión no debe ser contradictoria consigo 

mismo. Si lo es, pierde más o ~enos credibil.idad 

con relación a los hpchos que se contradicen en c~ 

yo caso el juez, analizando los restantes medios -

de prueba, deberá decidir la contradicción; 

d) La confesión ha de ser circunstanciada, o sea debe 

expresar en detalle los hechos referidos. Cuanto 

más detallada sea merecerá mayor credibilidad: 

e) La confesi6n ha de ser creíble genéricamente y ve­

rosímil. Lo increíble de los hechos referidos, la 

despoja de toda fe y la inverosimilitud la dismin~ 

ye y; 

f) La confesión ha de ser finalmente, vcrosfrnil, o 

sea no contener ninguna referencia que repugne a -

la verdad (artículo 285 del Federal de Procedimie~ 
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tos Penales) . 

Conf esi6n inverosímil es aquella en que los hechos r~ 

!atados no tienen apariencia de verdad. Inverosímil no es, -

pues, equivalente de falso un hecho, aunque por su extrañeza 

careciera de apariencia de verdadero, podría serlo, sin embaE 

go. La comprobación, por otros medios probatorios, de la ve­

rosimilitud del hecho extraño, disfruturía, pues, la calidad 

de inverosímil. 

11 El artículo 249 del C6digo ele Procedimientos Penales 

para el Distrito Federal 1 los elementos que deben concurrir -

para la integración d~ la confesi6n, menciona reglas de aprc­

ciaci6n de la prueba. Según dicho artículo, la confesi6n ha­

ce prueba plena si concurren los siguientes requisitos: 

I. Que esté plenamente comprobada la existencia del -

delito, salvo en los casos de los artículos 115 y 

116, es decir, cuando la confesión sirve para com­

probar el cuerpo de los delitos de robo (art. 115, 

fracci6n II y fraude, abuso de confianza y pecula-

do (art. 116) ; 

II. Que ::;e h.:i.gu por persona mu:,.·or de catorce <iilos, 

su contra, con pleno conocimiento y sin coacci6n -

ni violencia; 

III. Que sea de hecho propio; 
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IV. Que se haga ante el Juez o Tribunal de la causa, o 

ante funcionario de la policía judicial que haya -

practicado las primeras diligencias y; 

V. Que no vaya acompañada de otras o presunciones que 

la hagan inverosímil a juicio del juez" (82). 

"La confesional, sólo ser<l válida cuando se produzca 

sin coacci6n ni yiolencia. Es obvio, "el que confiesa viole_!! 

tado o amenazado, lo hace con toda probabilidad para bencfi -

ciarse, cuando menos 1 momentánea o inmediatamente, en el sen-

tido de evitar el daño con que se le apremia, para lo cual 

puede obligadamente reconocer las falsedades que se quieran. 

Toda confcsi6n, arranca4a a través dela violencia 

ral o material, es producto de una voluntad viciada, esto es 

carente de libertad; por ende no es posible que tenga efica -

cia probatoria. 

La Cons~ituci6n Política de los Estados Unidos Mexic~ 

nos establece: Nadie podrá ser compelido a declarar en su 

contra {artículo 20, fracci6n II); El C6digo de Procedirnicn--

tos Penales está en perfecto acuerdo con el mandato constitu-

cional citado. No obstante, en los juzgados penales del Dis-

(82) Arilla Bas, Fernando, "El Procedimiento Penal en México" 
Editorial Kratos, S.A., de C.V. Décima Edición, México, 
Distrito Federal, año 1986, págs. 110-112. 
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trito Federal, en la audiencia, correspondiente a la dcclara­

ci6n preparatoria, los jueces, rutinariamente manifiesta 

Se le hizo saber que la confesión de los hechos que se -

imputan, en casos de haberlos cometido, es una circunstancia 

que atenúa su responsabilidad penal ... " Esta costumbre inve­

terada, implica una coacción moral para el proces~do; demues­

tra la relevancia supina concedida por los jueces a la confe­

sión. Además, si. bien es cierto que, atendiendo al contenido 

de los artículos 51 y 52 del C6digo Pcn~l, lu confesión puede 

operar en cierta fonna a favor del acusudo para orientar el -

criterio del juzgador respecto a la personalidad del delin- -

cuente, aun así semejante proceder es incorrecto. 

La violencia material {institucionalizada por los or­

ganismos policiacos) está proscrita en la ley; no obstnnte, -

como las policías (servicio Secreto, Dirccci6n General de Se­

guridad, etc.) consideran (duda su mcntaiidad) que la confe-­

si6n es la prueba por excelencia, lejos de buscar otros me- -

dios para llegar al conocimiento de los hechos, emplean toda 

clase de tormentos para provocarla, lesionando de ese modo la 

dignidad humana, y entorpeciendo la administraci6n de justi-­

cia, a la que conducen ...il error o 1 n. duda para dictar resolu­

ci6n definitiva. 

En la práctica, a pesar de que durante la investiga -

ción policiaca (Servicios Secretos) , en la avcriguaci6n de 
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los delitos, se haya empleado violencia sobre el problema el 

probable autor, es muy difícil que al comparecer ést.c, ante -

los 6rganos jurisdiccionales, demuestre que se le oblig6 a --

confesar; dados los "sistemas empleados", generalmente no ap~ 

rece, a simple vista ningún vestigio, y si la violencia fue -

moral, resultará mayormente difícil probarlo. 

No dejam~s de advertir que, faltando a la verdad, mu-

chas indiciados, por iniciativa propia o por consejo del de--

fensor, al comparecer ante el juez, sistemáticamente se opo--

nen a ratificar lo declarado en averiguaci6n previa, so pre--

texto de haber sido víctima de violencia física o moral; sin 

embargo, no es bastante esta imputaci6n para dejar sin efecto 

lo antes declarado'' (83). 

Es de considerarse, y no pasar pcr alto que ••• 11 En t~ 

das las épocas se han encontrado hombres inocentes a quienes 

la tortura hizo confe3ar crímenes de los que no eran culpa- -

bles. La intensidad del dolor o la flaqueza de la persona h~ 

ce confesar al inocente lo que no ha cometido y la obstina- -

ci6n de los culpables que se encuentran fuertes y seguros en 

(83} Colín Sánchez, Guill.crmo, ºDerecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales", Editorial Porrúa, S.A., Octava Edi- -
ci6n México, año 1984, págs. 345 y 346. 
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sus crímenes les hace negarlo todo ... '' (84}. 

Y como el cuerpo policiaco según su mentalidad, tie--

nen como prueba por excelencia LA CONFESIONAL empeñándose y -

de cualquier forma tratan de obtenerla, usando ~ara su bencfl 

cio métodos modernos de tortura, siendo algunos de ellos en--

tre otros, los que clasifica Ign.:i.cio Carrillo Prieto, que a -

la letra dicen: 

a) Físicos: Privación de sueños, alimento y agua; ru! 

do excesivo o extremos de frío y calor; -

posiciones forzadas o inc6modas, choque -

eléctrico, tortura por agua {pczoleada) ,-

golpes en las plantas de los pies. Hoy -

se emplean drogas que producen convulsio-

nes, p€rdida de control corporal, sensa--

ci6n de dolor. 

b) Psicol6gicos: Abuso verbal prolongado, amenaza de 

golpes, de viol~ncia, de contacto con an! 

males o alimañas, de violación homosexual; 

ejecuciones escenificadas, capuchones y -

encarcelamiento solitario. 

(84) Carrillo Prieto, Ignacio, "Apuntes sobre la tortura", -
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Irnperii, 
México, año 1987, pág. 59. 
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Estos métodos son flexibles para gue puedan ser util~. 

zados por personas entrenadas en ellas o legos, en distintos 

ambientes o lugares y sin dejar huella a la víctima, lo que -

dificulta rastrear al torturndor y el lugnr en donde opera. A 

medida que los métodos son m~s sofisticados y menos físicos, 

la tortura es menos obviamente objctablc a primera vista. El 

no haber sangre, huesos fracturados ni ularidos permite más -

f~cilmente racionalizar la tortura. Por último, hay torturas 

que se asemejan peligrosamente a métodos de rehabilitación, -

sobre todo, psicológica, lo que la h<icc imrisiblc" (85}. 

Desde la época inquisitoria se tuvo a la confesi6n e~ 

mo reina de las pruebas y, a la fecha la policía judicial s~ 

gún su criterio consideran la confesión como prueba plena, 

considerándose que al confesar a su víctima tienen al verdad~ 

ro culpable. 

Es muy difícil para el presunto responsable cuando se 

le arroja la carga de la prueba para demostrar ante su juez -

las torturas r1ue durante su primera declaración le ocusionan 

los agentes policiacos, ya que los que cometen este tipo de -

arbitrariedades tienen ciertas técnicas y profesionalismo pa-

(85) Carrillo Prieto, Ignacio, "Apuntes sobre la tortura", -
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Irnperii1 
México, año 1987, p6g~ 144. 
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ra propinar golpes sin dejar lesiones externas, sabedores de-

que no pueden ser denunciados ante el Organo Jurisdiccional o 

a la Institución Judicial a la gue pertenecen dichos agentes 

judiciales. 

Tal parece que la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ci6n, en Jurisprudencia Definida protege a los que cometen e~ 

tas injusticias, al defi.nir que: 

"Cuando el confesante no aporta ninguna prueba pura 

justificar su aserto de que fue objeto de violcncins 

por parte de alguno de los órganos del Estado, su de-

claración es insuficiente para hacer perder a su con-

fesi6n inicial ei requisito de espontaneidad neces¿¡--

ria a su validez 1-egal". 

Sexta Epoca, Segunda Parte¡ 

Vol. XVI, pág. 86. A.O. 4233/55. Pedro Morales. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XVI, pág. 86. A.O. 4925/55. Alberto Morales Flores. Una­
nimidad de 4 votos. 
Vol. XVI, pág. 86. A.D. 4231/55. Félix Flores. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XLIV, pág. 49. A.O. 6131/59. José G6mez Durán. Unanimi­
dad de 4 votos. 
Vol. XLIII, pág. 11, A.O. 8174/59. J. Jesús Méndez Flores. 
Unanimidad de 4 votos. 
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Ahora bien, la confesi6n será vSlida siempre y cuando 

se produzca sin coacci6n ni violencia. 

Toda conf esi6n que se obtenga mediante la violencia -

física o moral es nula; por tanto, no surte los efectos de 

prueba plena. 
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C) LA RETP.ACTACION DEL INCULPADO MAL'I'RATADO ANTE 
EL JUEZ. 

"La retractaci6n, es el desconocimiento expreso de un 

hecho expresamente desconocido sea sustituído por otro, favo-

rable o desfavorable para el retractan te. En este caso si la 

retractaci6n reúne los requisitos debidos, es decir, si v~ 

rosírnil y han sido probadas las causas del apoyo, el juez se 

hallará en presencia de dos versiones, debiendo tomar en cue~ 

ta la que sea más desfavorable al procesado, y que nadie rnie~ 

te en su perjuicio" (86). 

"La retractaci6n es la negaci6n de la confesión antes 

hecha o, en otros términos, el desconocimiento expreso de la 

culpabilidad reconocida. La confesi6n, cuando hace prueba 

plena, no se invalida por la retractación, la cual necesita,-

para nulificar la confesión, de otras pruebas que destruyan -

la plenitud de la pobreza confesional. La retractaci6n, pues, 

aun en este último caso, no informa una situaci6n de excep- -

ci6n a las reglas que rigen el valor probatorio de la confe--

si6n, sino que muy por el contrario, las confirma. En los --

términos anteriores se ha expresado la Suprema Corte de Justi 

cia, que por una parte ha dicho que la retractaci6n s61o tie-

(86) Arilla Bas, Fernando, "El Procedimiento Pcnu.l en México, 
Editorial !<ratos, S.A. de c.v. Décima Edici6n, México,­
año 1986, pág. 137. 
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ne fuerza cuando se hace inmediatamente después de la confe--

si6n, y por otra ha aseverado: "solo es dable considerar la -

retractaci6n del acusado en atención a las razones que la ap~ 

yan, toda vez que únicamente la verosimilitud y gravedad de -

las mismas pueden darle importancia"; por ello la Suprema CoE_ 

te ha decidido que si las declaraciones primitivas de un acu-

sado son claras y precisas y posteriormente, al rendir su pr~ 

paratoria trata ~e desvirtuarlas y retractarse de lo manifes-

tado en aquéllas; esta retractación no debe admitirse, si no 

está fundada en hechos posteriores que hagan presumir la fal-

sedad o inexactitud de las primeras, tanto menos si es evide~ 

te que lo hace con el dnico prop6sito de defenderse (Tomo - -

LXXII, pfig. 1293). 

La retractaci6n tiene en términos generales, el valor 

de simple declaración (87) • 

"Para qun la retractaci6n de la confesión anterior 

del inculpado tenga eficacia lega_l, precisa estar fundada en 

datos y pruebas aptas y bastantes para justificarla jurídica-

mente. 

Sexta Epoca, Segunda Parte: Vol. 58, pág. 72. A.D. 957/62. 
Mauro Garrido Méndez. Unanimidad de 4 votos. 
Vol. LX, pág. 20 A.O. 2649/61. Vicente Leyva Borja. Unanimi-­
dad de 4 votos. 

(87) Rivera Silva, Manuel, "El Procedimiento Penal.", Edito -
rial Porrúa, S.A., Décima Quinta Edici6n, México, año -
1985, pág. 216 y 217. 
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Aunque en sus declaraciones preparatori.:is los acusa--

dos se retractaron, alegando uno de ellos que firm6 su decla-

ración inicial por temor a que detuvieran a sus famili~rcs y 

no le permitieron leer su declaración y el otro fue amenazado 

y golpeado y también no le permitieron ver su cxposi~i6n si -

no hay dato alguno que ;;i,poyc cst<:l retractación y sf en cambio 

hay elementos que corrobora la declaraci6n inicial, ésta úl ti 

ma tiene suficiente va]or probatorio. Sexta Epoc~ Segunda --

parte: Vol. XLIII, pág. 91 A.O. 6909/60. Gilberto P~rez Treja. 

unanimidad 4 votos" (88). 

Toda retractación tiene como presupuesto indispensa -

ble una anterior declaración, emitida ante los organismos po-

liciacos o cualquier otra autoridad, Ministcrlo Público o 

juez de instrucción. 

La finalidad inmediata, perseguida por quienes se re-

tractan, es invalidar lo que antes afirmaron. Tal pretenci6n 

surtirá el efecto deseado, siempre y cuando se satisfagan al-

gunos requisitos exigidos por la ley, como la aportaci6n de -

pruebas que justifiquen y hagan verosímil la retract~cjón. 

(88) García Ramírez Sergio, Victoria Adato de Ibarra, "Pron­
tuario del Proceso Penal Mexicano, Editorial Por rúa, 
S.A., Segunda Edición, México, año 1982, págs .. 348, 
349. 
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El Código de Procedimientos Penales para el Distrito­

Federal, en el artículo 248 sefiala: ''El que afirma esta obli­

gado a probar. También lo está el que niega, cuando su nega­

ción es contraria a una presunci6n lega1 o cuando envuelve la 

afirmación expresa de un hecho". 

Según este precepto, quien se retracta queda obligado 

a demostrar con ~ases su retractaci6n. 

Cuando el confesante se retracta, lo indicado es pra~ 

ticar un examen minucioso tle sus declaraciones, relacin~ndo--

las con los demás aspectos de hechos y pruebas recabadas para 

así, practicar nuevas diligencias, o bien atendicndose a lo -

actuado, en su oportunidad otorgarle el valor procedente. 

La jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación indica: "Para que la retractación de la confesi6n -

anterior del inculpado tenga eficacia legal, precisa estar 

fundada en datos y pruebas aptas .Y bastantes para justificar­

l.as" (Semanario Judicial de la Fcderaci6n Volúmenes LVIII, -­

LVIII, LVIII, LX, p.p. 72, 72, 72, 20, 20). 

Al valorar la retractación, es útil tener presente 

que la primera declaración del confesante es bastünte sugesti 

va en cuanto a su veracidad, por el carácter expontáneo con -

que se emitió: es especialmente, porque la mayor parte de las 
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ocasiones el defensor aGn no ha tenido ingerencia; por eso se 

dice que, en tales circunstancias, lo declarado es mayormente 

digno de crédito. 

El criterio de la Suprema Corte de Justicia de ln Na-

ci6n es el siguiente! "De acuerdo con el principio procesal -

de inrnedlaci6n, y salvo la legal procedencia de la rctract<.1.--

ci6n confesional, las primeras dcclu.rac.iones del .:i.cusudo, pr~ 

ducidas sin tiempo suficiente de alcccio11amiento o reflexio--

nes defensivas, deben prevalecer sobre las posteriores'' (Scm~ 

nario Judicial de 1.a Federación, sexta Epocil. Segunda Parte, 

VIII, p. 60; XL. p. 75 XLIII, p. 37; XLV, p. 31). 

La afirmación contenida la Jurisprudencia tru.nscri_ 

ta, no deja de ser relativa; si la primera dccl~r.:i.ción, aún -

con ausencia del defensor, se rindl6 ante la policíu, seril n~ 

cesaría la ratificaci6n ante el Ministerio PGblico. Por ende, 

si es ante el juez, la argumentaci6n de la Suprema Corte tal 

vez sea razonable y pueda otorgarse valor preponderante a lo 

declarado en primer lugar, siempre y cuando se complemente 

con los demás medios de prueba y el análisis y la comparuci6n 

indiquen que así debe ser'' {89}. 

( 89) Colín Sánchez, Guillermo, "Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales, Editorial Porrúa, S.A. Octava Edici6n, 
México, afio 198~, p5gs. 348 y 3~9. 
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Refiriéndome a la retrc:ictación del inculpado, resulta 

que en el Código Federal de Procedimientos Penales y del Dis­

trito Federal en concordancia con la Jurisprudencia de la su­

prema Corte de ,Justicia de la Nación, reglamentan y opinan 

que el inculpado al rendir su declaraci6n preparatoria ante -

su juez se retracta de su declaraci6n inicial hecha ante la 

Policía Judicial o ante el Agente del Ministerio Público bu-­

sándosc en su dipho que fue víctima de violencia física y mo­

ral, que de esa fOL"Tilil confesó los hechos que le imputan; tal 

negación hecha ante el órgano jurisdiccional para. su debida -

validez debe comprobarse, tal y como lo dispon~ 01 artículo -

248 del C6digo de Procedimientos Penales para el Distrito Fe­

deral, que dice: "El que <1.firma está obliga.do ct probar. T.:im-­

bién lo está el que niega, cuando su negaci6n es contraria a 

una presunción leg.:il o cuando envuelve la afirmación expresa 

de un hecho". 

Interpretando tal precepto, resulta que aunque el in­

culpado fundamente su dicho al momento de hacer su declara- -

ci6n preparatoria P.n el término constitucional en las violen­

cias fisicas y morales, negando los hechos anteriores y no -­

prueba tal negación en la secuela del procedimiento tal ~- -

tractaci6n no es válida para el juez. 

Colín S5nchez, nos dice que si la rctractaci6n es an­

te el juez la definición de la Suprema Corte, tal vez sea ra-
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zonable, y pueda otorgarse valor preponderante a lo declarado 

en primer lugar, siempre y cuando se complemente con los de--

m~s medios de prueba y el análisis y la comprobaci6n que así 

debe ser. 

Es imposible que el inculpado pueda probar su negati-

va ante su juez por razones obvias, yu. que los agentes judi--

ciales est&n adiestrados para golpear y torturar a su víctima 

desde luego sin dejar huellas externas a fin de que dicho in-

culpado no pruebe tal negativa durante el procedimiento scgui: 

do en su contra. 

Concluímos en esta forma, que si en ningún momento 

procesal el inculpado puede probar la retractaci6n de su con-

fesi6n ante el órgano jurisdic~ional que conoce de la causa,-

es inútil que al reo se le tom~ su declaración nreparatoria -

cuando llega confeso ante dicho juez. También son inútiles -

l.os tormentos, como nos dice Bcccarin en su obra "De los deli 

tos y de las penas", nl comentar gue "El delito es cierto o -

incierto; si cierto no le conviene otra pena que la esta--

blccidA. por las leyes, y son inútiles los tormentos porque es 

inútil la confesión del reo; si es incierto, no se debe atar-

mentar a un inocente, porque tal es, según las leyes, un hom-

brc cuyos delitos no están proba.dos" (90). 

(90) Carrill.o Prieto, Ignacio, "Apuntes sobre la tortura", -
Instituto Nacional de Ciencias Penales, Arcana Irnpcrii, 
México, año 1987, pág. 60. 
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En conclusi6n, PROPONGO que a los agentes, aún siendo 

autoridad judicial se le omita facultades para interrogar al 

presunto responsable en 1.a 9uardia de ogcntes, cu~ndo por 

ellos mismos es aprehendido, por no existir estricta vigilan­

cia en dichos lugares para sulvuguardar las garantías indivi­

duales como puede ser un defensor de oficio o particular o vi 
sitadorcs voluntarios ztl momento de sC>r interrogado inteqran­

do el acta de po~icí0;; solamente se les debe facultar para el 

cumplimiento de la aprehensión o detcnci6n del sujeto, d.:indo 

informe inmediatamente de la privución de lu libertad al sups:. 

rior inmediato es decir, al Agente del Ministerio Público en 

turno del Fuero Común o Fuero Federal, sagún el caso, porque 

en su deíccto, si se sigue permitiendo que los ugentes judi-­

ciales interroguen e integren el acta de policía, EXISTIR.~ -­

LA PRESUNCION DE LA CONFESION FORZADA y, en consecuencia c:::~t~ 

rá viciado el procedimiento; porgue de cstu form~ se consign~ 

r5 al presunto responsable y el 6rgano jurisdiccional dictar~ 

auto de formal prisión. 

Se debo considerarse Ja confesión del presunto respo~ 

sable cuando existe prueba plena de que esta fue obtenida sin 

violencia física ni coacción moral, declarado ante el Minist~ 

río Público en turno, en forma pública y sin presión do agen­

tes judiciales que generalmente siempre están armados; porgue 

de acuerdo a la Legislación moderna, la confesión no es consi 

derada como prueba plena, sino que le sirva al juzgador como 

116 



indicio pura conocer ln verdad, ya que al entrar en estudio -

del problema para resolver en definitiva, considera de suma -

importancia la prueba circunstancial, la presuncional y demás 

indicios que se relacionen con los hechos en estudio, con los 

que se puede esclarecer la verdad. 
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O) LA RESOLUCION CONSTITUCIONAL EN RELACION A ESTE 
ESTUDIO 

''El papel que en el proceso incumbe o toca al juzga--

dor, o titular del 6rgano jurisdiccional, es •.. dirigir o co!!. 

ducir el proceso y, en su oportunidad dictar la sentencia, 

aplicando la ley al caso concreto controvertido paro dirimir-

lo o solucionarlo'' (91). 

''La exactitud de la labor judicinl depende, en no pe-

queña parte, del exacto conocimiento del primer factor de to-

da investigación, o scu el hombre; .:i este tan nólo de.be cons! 

derárselc, desde el punto de vista de la investigación y en -

cuanto interviene en ésta, como sujeto de prueba queda de 

sí mucho o poco, según L.1 mayor .o menor habilidad desplegad.:i. 

por el juez. Una ltuella, un rastro insignificante, encentra-

do en el lugar del crimen, puede ser un indicio precioso para 

el juez experto que sepa leer en ella y en cambio nada sign~-

ficará para el juez poco hábiJ. 

Otro medio auxiliar para llcgu.r al conocimiento de 

1os hombres está en el gran cuidado que se ha de poner en los 

intc!:"rog.:itorio.::;, J' SLrÍa cOJ1'..ro_:n.i..:.::nLe tener en cuenta a tal 

(91) G6mez Lara, Cipriano, ''TeorfQ General del Proceso'', se­
gunda Edición, Textos Universitarios, UNAM. Mé.)dco, año 
1979, pág. 173. 
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propósito que el objeto principal que en ello se persigue es 

el conocimiento. El juez que se propone este fin debe hacer 

de cada individuo gue entra en su despacho un objeto de estu­

dio, porque el gue toma declaración solamente Para cubrir una 

f6rmula, y que sol o trata de salir del paso despachando 

ches asuntos para descargarse de trabajo, nunca llegar~ a ad-

guirir el perfecto conocimiento del hombre. No puede ser in-

diferente para el juez celoso de su deber 1a forma en que el 

delincuente se expresa, la aptitud que adopta, y en Ullil pala-

bra, cuanto pueda hacer m~s perfecto el conocimiento que de -

su personalidad hu de tener" (92). 

"Los actos del juez que contiene un proceso pen.:il más 

allá del límite marcado imperativamente por la constitución,-

van contra el tenor de un.:i ley prohibitiva y de int;crés públi:_ 

co y en consecuencia, bon nulos y no deben producir efectos. 

Deben usar el proceso y sus consecuencias, especialmente la -

prisión preventiva, si es que el procesado se encuentra suje-

to a ellas" (93). 

(92} Gross de Graz, Hanns, "Manual del Juez", Editor L§.zaro 
Pavia, Imprenta de Eduardo Dublán, Tomo I, Méjico, año 
1900, pág.s 45 y 57. 

(93) Díaz de León, Marco Antonio, ºTratado Sobre las Pruebas 
Penales", Editorial. Porrúa, S.A., Primera Edición, Méxi 
co, año 1982, págs. 150 y 151. -
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Si durante el transcurso del presente estudio, hago -

alusi6n a la confesión del inculpado, es porque, las diversas 

violaciones que padece el inculpado durante la estancia de la 

aprehensi6n o detención tiene un significado objetivo en cua.!!. 

to a procedimiento se trata, con ellas evitan mayores dilige.!!. 

cias para el esclarecimiento de los hechos, teniendo en mente 

la policía judicial que es una prueba por excelencia; pero de 

acuerdo a las leyes procesales pcnQlcs, para el juez es solo 

un medio de conocer la verdad, como nos dice Díaz de Lc6n, 

que "La confesjón no es para el juez mas que un medio de far-

marse la convicción, desde que acepta como verdaderos los he-

ches confesados por el ucusado... Resulta de este principio 

que el acusado no debe ser creíüo por su simple declaraci6n, 

y que para adquirir fuer~a probatoria, la confesión debe lle-

nar algunas condiciones y hallarse rodeada de presunciones de 

diversa naturaleza'' {94). 

Las violaciones cometidas en las detenciones y aprc--

hensioncs haciendo un análisis de fondo deducimos que: Por --

economía procesal, tratan de evitar mayores diligencias tanto 

en l.:i. avcriguución pr~via como Pn e-1 proceso mismo, logrando-

a toda costa la confesión del inculpado, consignándolo con 

{94) Díaz de I.eón, Marco Antonio, "'l'ratado sobre las pruebas 
penales", Editorial Porrúa, S.A., la~ Edici6n, México,­
año 1982, págs. 150 y 151. 
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ell.a, sin considerar otros medios de pruebas. Estos actos 

anticonstitucionales tienen un justificante práctico en nues-

tro sistema jurídico, el de conseguir el apetecido resul.tado 

de una resolución eviLando trámites inGtiles y costosos; he--

chos que se relacionan con lo que nos dice el Or. Han ns Gross, -

de Graz en su obra "Manual. del Juez", "Un juez de instrucci6n 

a.::lquirirá mayor reputaci6n de hábil a mcdidn que con menor --

número de diligencias sepa conseguir el opctccido resultado,­

º al menos, de no ser esto posible evitar trámites inútiles y 

costosos. 

Solo podrá calificarse de bueno a un juez de instruc-

ción cuando sepa desentrañar el sentido do las declaraciones, 

reuniéndolas todas para formar el esqueleto del proceso, el -

cual. no podemos calificar de sól.ido si se desc\iidu alguno de 

estos elementos probatorios" {95). 

Por otro 1.ado la Jurisprudencia de la Suprema Corte -

de Justicia de 1.a Nación define: "Cuando el confesante 

aporta ninguna prueba para justificar su aserto de que fue oE 
jeto de violencia ~or pJrte a~ nlgún órgano del estado, su d~ 

claración os insuficiente para hacer perder a su coníesi6n 

(95) Gross de Graz, Hanns, "Manual del Juez", Edit. Lázaro -
Pavía, Imprenta de Eduardo Oublán, Tomo I, Méjico, año 
1900 pág. 57. 
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inicial el requisito de espontaneidad necesaria a su validez-

legal". 

Sexta Epoca, Segunda Parte: 
Vol. XVI, pág. 86, A.o. 4233/55. Pedro t·'loralcs. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XVI, pág. 86, A.O. 4925/55. Alberto Morales Flores. Una­
nimidad de 4 votos. 
Vol. XVI, pág. 86, A.O. 4231/55. Félix Flores. Unanimidad de 
4 votos. 
Vol. XLII, pág. 11. A.O. 8174/59. J. Jesús Méndez Flores. Une_ 
nimidad de 4 votos. 
Vol. XLIV, pág. 49. h.D. 6131/59. José Gómcz Durán. Unanimi-­
dad de 4 votos .. 

"La moderna legislacion en materia penal, ha relegado 

a segundo término la declaración confesional del acusado, a -

lo que concede un va1or incidiLlrio que cobra relevancia s6lo­

cuando está corroborada en otras pruebas y, por el contrario, 

se ha elevado al rango de reina.de las pruebas la circunstan-

cial, por ser más tcénica y porque ha reducido los errores j~ 

diciales. En efecto dicha prueba está basadd sobre la infe--

rencia o el razonamiento y tiene como punto de partida, he-

chas o circunstancias que están prob.:td.::is y de las cuales se -

trata de dcs~rcnder su relación con el hecho inquirida; esto 

es, ya un dato por completar, ya una hipótesis por vcrificnr 

lo mismo sobre la materialidad del delito que sobre la inten-

sificación del culpable y acerca de las circunstancias del a~ 

to incriminado; de ahí su c.:i.r.'.ictcr indirc>ctn" (91)). 

(96) Díaz de León, Marco Antonio, "Tratado sobre las pruebas 
penales", Editorial Porrúa, S.A., Primera Edición, Méxi 
co, año 1982, págs. 159 y 159. -· 
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Considerando las garantías individuales a que tiene -

-derecho el presunto responsable de un delito, consagradas en 

la constituci6n política, en materia criminal, deben tomarse 

en cuenta al ser procesado por el Organo Jurisdiccional al 

formular su resolución definitiva y, desde luego cuando exis­

te solamente como prlleba la confcsion.::il, motivo de la consig­

naci6n, existiendo la presunción de que hubo violencia física 

u moral al ser declarado, al consignado se le DEBE ABSOLVER -

de los cargos que se le imputan, por las violencias ocasiona­

das en la aprehensión o detención del inculpado, adcmils no 

tiene raz6n de ser, porque el Juzgador actual la prueba confQ 

sional la relega a segundo término, substituyéndola por la 

circunstancial; solamente debe condenarse cuando existan 

otros elementos de pruebas que hagdn verosímil la declaración, 

complementándose con la confesional, y que a criterio del 

juez, sean verídicos los hechos que se le presentan para su -

estudio. 

Son anticonstitucionales, los actos de policía judi -

cial al declarar por primera vez al presunto responsable, 

la guardia de agentes, según para integrar el Acta de Policía, 

porque existe la presunci6n de que hubo coacción en la decla­

raci6n confesional, por no haber estricta vigilancia que abo­

guen por los intereses del inl.errogado como lo puede ser un -

defensor de oficio o particular; violándose con estos actos,-

1os preceptos constitucionales, señalados en los artículos 19, 
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párrafo So., 20 fracci6n IX, párrafo 4o. y 22 párrafo primero, 

por tal raz6n, toda declaración obtenida ante los agentes po­

liciacos que generalmente se encuentran armados, no deben co~ 

siderársele como prueba plena, por el contrario, deben dcse-­

charse por encontrarse viciada y, en este caso no tiene los -

efectos jurídicos que se requieren para su validez. Lo único 

que se logra con estos actos violentos, como lo es la tortura, 

es atentar contr~ los derechos universales del hombre, hacié~ 

dale perder su dignidad y respeto ante los demás, por lo que 

en consecue-ncia se concluye: Que se debe iniciar un proyecto 

de ley que tenga como contenido penas más severas, iMponiénd~ 

sele sanciones más en~rgicns, además sean amonestados y destl:_ 

tuídos del cargo aquellos po.lic!.as Judiciales, que en 

ejercicio de sus funciones y valiéndose de su placa y poder -

violen los preceptos constitucionales y leyes procesales, al 

momento de realizar el acto de aprehensión o detención del i~ 

culpado, así como la fase indagatoria y en el proceso mismo, 

para aquéllos que torturan al detenido en la guardia de agen­

tes o separas de la Procuraduría General de Justicia del Fue­

ro Común o Federal, para obtener la confesión; esto es, para 

que el Ministerio Público o Gn su c.:aso el Organo Jurisdiccio­

nal, inte~prueben la figura delictiva sin ninguna in- -

fluencia extraña al procedimiento. Solamente deben conside-­

rarsc aquéllos cle~cntos de convicción, pruebas presunciona-­

les e indicios que tenqan r~lución dir~ctrt y verídica con los 

hechos delictivos en invcstigaci6n par.:i derimirlos. 
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E) COMENTARIOS PERSONALES. 

Concluyendo con la presente investigación respecto 

las violaciones que se dan duratne la aprehcnsi6n o detcnci6n 

del inculpado, cabe señalarse que desde el momento en que se 

encuentra privado de su libertad, seguro que se tenga como 

culpable a dicho detenido del delito que se le imputn porque 

el 6rgano investigador ci en su caso la policía judicial no 

realiza más diligencias que no sea la confesional , consign.5.n­

dosc ante el 6rgano jurisdiccional quien a su ve~ se dicta <l.!:!. 

to de formal prisi6n o sujeción a proceso, en tanto que el d~ 

fensor durante la secuela del procedimiento mediante ofrcci-­

mientos de pruebas compruebe la inocencia del inculpado. 

A lo largo de la historia del det:echo procesal penal, 

la confesión es considerada como la reina de las ¡...rucbas, re§_ 

petándose esta hip6tesis actualmente pero en l.a mentalidad vi. 

ciada de los agentes policiacos, confirmándose esta idea con 

la opini6n que da la Juri;.prudencia de ln Suprema Corte de -­

Justicia de la Nación, al referirse a la prueba confesional; 

acarreando con esto, un grave prul.Jli:m<.i qu12: va e::r. dcL1:imcnlo -

del inculpado quien sufre dirccturocntc lus consccucncios, vi.e_ 

lándose los derechos constitucionales. 

La tortura no tiene raz6n de ser cuando con ella se -

pretende probar un hecho delictivo, porque para un juez h5--
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bil en el desempeño de sus funciones encontrar5 la verdad por 

otros medios de pruebas que se relacionen con los hechos y, -

no siendo precisamente la confesión. 

Propongo que a la policia judicial se prohiba termi -

nantemente interrogar al detenido en la guardia de agentes 

cuando por ellos mismos es aprehendido, porque moralmente se 

encuentra temeros,o de la aptitud qu~ tomen los agentes~ y 

viéndose acosado por el miedo de que lo torturen para que co~ 

ficse, requisito de fondo para integrar acta de policía, pre­

sentándose ésta ante el Agente del Ministerio Público con la 

que se pone a disposición al presunto responsable. 

Si el detenido es confc~ado ante la guardia de agen -

tes con coacción y violencia f~sica y con esta misma es con -

signado ante el órgano jurisdiccional, debe absolverse de los 

cargos que se le imputan por encontrarse viciada, condenándo­

se al sujeto que realmente se le prueben los hechos delictivos 

por los medios de pruebas que cxi~ten y que no vayan en con -

tra la moral y, no precisamente la confesional. 

como mcdid.:i de seguridad para el detenido, deben apl! 

carse medidas enérgicas a aqu~llos funcionarios que infrinjan 

las leyes constitucionales y procesales en el ejercicio de -­

sus funciones hagan mal uso de su placa y poder, sacrificando 

a sus vi.ctimas, para que el Mini.stcr:io Público consigne al de 

tenido ante el 6rgano jurisdiccionai. 
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e o N e L u s I o N E s 

I. En el derecho antiguo, llevaban a cabo las pesquisas­

de los delincuentes los inquisidores quienes también 

recibían denuncias; los policías se encargaban de los 

emplazamientos y el Topilli, Alguacil Menor se encar­

gaba de las aprehensiones. Se forzaba la confesión,­

mediante torturas. 

II. Durante la époc.:i. colonial estaban en práctica las in­

comunicaciones prolongadas para obtener la confesión; 

se aplicaban las marcas, los azotes y el tormento. 

III. La Constitución Política de 1857, no especific6 rcqui 

sitos para decretar mandato de detenci6n de un incul­

pado, deleg6 funciones a las leyes procesales en el -

artículo 246 del C6digo de Procedimientos Penales de 

15 de septiembre de 1880. 

IV. En este precepto legal, y como último recurso facult~ 

ban al Tribunal Superior de Justicia, a los Jueces C~ 

rreccionales y a los Jueces de Paz, para ordenar 1a -

dctenci6n de una persona y al Ministerio Público en -

caso de notoria urgencia. 
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v. La aprehensión y detenci6n, son actos diferentes; la 

primera, es el acto material del apoderamiento de la 

persona por la Policía Judicial en cumplimiento a un 

mandato judicial y el segundo, es el estado de priva­

ción de la libertad de la persona como consecuencia -

de un mandato judicial fundado y motivado por autori­

dad competente, que concluye con la formu.l prisi6n o 

la liber.tad por falta de méritos a las setenta y dos 

horas siguientes de su detcnci6n. 

VI. La denuncia '.l la querello., :::;on r¿;quisitos de procedi­

bilidad para iniciar averiguación previa. La denun-­

cia procede cuando el delito es perseguido de oficio; 

la querella procede en ~elites no perseguibles de ofi 

cio. 

VII. La detención o privación de la libertad procede cuan­

do se cumplen con los requisitos exigidos por el ar-­

tículo 16 constitucional y que además el delito sea -

sancionado con pena corporal. 

VIII. Con la validez plena que se le otorga a las primeras 

declaraciones del inculpado hechas ante la policía j.!:!_ 

dicial, es raz6n suficiente para que éstos hagan co~ 

fesar a su víctima por medio de la tortura. 
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IX. El sujeto aprehendido por orden judicial, debe ser 

puesto a disposici6n de su juez, dentro de las veint_! 

cuatro horüs siguientes de su detención. 

X. El sujeto detenido en flagrante delito, deberá ser 

puesto sin demora alguna a disposici6n de la autori-­

dad inmediata. 

XI. El sujeto detenido por la autoridad administrativa d~ 

berá ser puesto inmediatamente a disposición de la a~ 

toridad judicial. 

XII. En la práctica diligencia!, los Agentes de la Policía 

Judicial omiten términos constitucionales, primcrame!!_ 

te el detenido es llevado a la guardia de agentes y, 

posteriormente lo ponen a disposici6n del Ministerio 

Público o en su caso ante el Organo Jurisdiccional 

cuando éste expide la orden de aprehensi6n. 

XIII. Toda coacci6n que se emplease en la confesión del in­

culpado sería contraria al principio de libertad en -

la expresión de la defensa viciando su dicho; por ta!!_ 

to deben proscribirse las amenazas y otras violencias 

físicas empleadas para conturbar su ánimo provocando 

su confesi6n. 
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XIV. Para que surta los efectos legales la retractaci6n 

confesional del inculpado, éste debe comprobar su ne­

gación por otros medios de pruebas, que de su análi-­

sis indiquen estar probada tal negación; no basta el 

argumento que hace el inculpado, que confesó porque -

fue víctima de violencia física y moral. 

XV. La JurisP,rudcncia de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, otorga valor pleno a las primeras declara­

ciones que hace e] inculpado ante la policía judicial 

en la guardia de agentes, sin darle margen a la defe~ 

sa para protestar contra las arbitrariedades que se -

cometen; razón suficiente para proponer que a la Pol~ 

cía Judicial se les prohíba terminantemente interro-­

gar al presunto responsaple, sino que, debe ser ante 

el Agente del Ministerio Público o en su caso ante su 

Juez, en forma pública y sin presión de ninguna espe­

cie, para que no exista la presunción de que tal con­

fesión está viciada. 

XVI. La confesión por tortura, no tiene razón de ser, por­

que actualmente en el proceso penal pasa a segundo 

término y, en su lugar el Juez en su papel de Juzga-­

dar aplica la prueba circunstancial por ser más efec­

tiva y con menos errores jurídicos, la presuncional y 

otros elementos de convicci6n que no sea la conf esio­

nal. 
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XVII. Corno medida de seguridad, se propone que a todos aqu~ 

llos funcionarios judiciales que violen los preceptos 

constitucionales en ejercicio de sus funciones que 

atenten contra la vida del gobernado que se encuentre 

involucrado en un juicio criminal, se les apliquen m~ 

didas m~s enérgicas y amonestaciones y si hay reinci­

dencia, sean destituídos de plano del ejercicio de 

sus funciones, castigándose además, por los delitos -

en que hayan incurrido por las arbitrariedades carnet! 

das. 

XVIII. En conclusi6n, se deben de salvaguardar los derechos 

humanos y garantías constitucionales del inculpado, -

reconociéndole todos sus derechos durante la fase in­

dagatoria y la jurisdiccional a efecto de que se lle­

gue a1 verdadero esclarecimiento de los hechos absol­

viendo a éste y condenando en su caso a quien resu1te 

responsable-
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